Un examen de la política económica 

del gobierno de Arturo Illia

(1963-1966)

INTRODUCCION

Este ensayo intenta desarrollar elementos de análisis para comprender una experiencia de gobierno como la de Arturo Illia durante los años ‘63 al ‘66, en el aspecto de su política económica. Esta política económica es severamente mal Interpretada por la crítica y, en la bibliografía existente, la ausencia de trabajos referidos a ella es notoria.

En este trabajo se ilustra un ejemplo concreto de la posibilidad efectiva de articular un discurso político, previo al acceso al gobierno, con una práctica estatal consecuente, que se mostró eficiente en el piano de las realizaciones económicas y sociales. Tarea ésta que se llevó a cabo en un marco de debilidad política relativa. La comparación surge frente a otras experiencias de la historia contemporánea del país. Las cuales pese a contar con grados importantes de legitimidad no pueden mostrar, a partir de la década del cincuenta, realizaciones sustantivas en materia económica y social.

Se enfatiza aquí, el examen de la política económica desarrollada desde fines de 1963 hasta mediados de 1966. Se destaca como lugar común de la historiografía reconocerle al período Illia la vigencia de las libertades civiles y esto implica, a veces, dejar en un cono de sombra los resultados económicos del mismo.

En tal sentido, en el Primer Capítulo se explican las especiales condiciones políticas en las que el radicalismo asume el gobierno en 1963. En el Segundo, además de algunas consideraciones sobre la coyuntura económica de los años 60, se desarrolla el núcleo político e ideológico que sostuviera Illia para implementar su plan de gobierno. En el Tercero se discuten los instrumentos de política fiscal y monetaria, las regulaciones impuestas al mercado y el intento de sentar el crecimiento futuro del país a través de una planificación racional y coherente de los recursos productivos. Se resumen, -en el Cuarto- los resultados, vistos en perspectiva, de la puesta en práctica del programa de gobierno y de las medidas adoptadas. Finalmente, en el Capítulo Quinto, se analiza la conducta y reacción de los principales actores sociales y políticos en el derrocamiento del gobierno de Illia.

PRIMER CAPÍTULO

En julio de 1963 se realizaron elecciones nacionales para elegir Presidente y gobernadores provinciales. De esta forma concluía una de las crisis políticas mas profundas de la Argentina contemporánea.

Estas elecciones no despertaron grandes emociones en el electorado, dada la carga de escepticismo con que se veía a todo el proceso y al mismo resultado del comicio. Luna (1984) considera que “nunca una salida electoral había sido tan condicionada”.

La UCRP había obtenido la primera minoría debido al fracaso de la UCRI en renovar el apoyo del peronismo, que había obtenido en 1958, y a que el candidato de la Unión del Pueblo Argentino (UDELPA) -el General Aramburu- no consiguió captar todos los votos antiperonistas. Illia y la UCRP que se habían mantenido al margen de la grave crisis del año 1962, se habían visto favorecidos al consolidar cierta imagen de permanencia republicana y de estabilidad.

La elección de 1963 registró un alto porcentaje de votantes, el 85.5% del padrón. La UCRP obtuvo el 25.2% , la UCRI el 16.4% y la UDELPA el 7.5%. El voto en blanco ordenado por Perón desde el exilio fue del 21.2%. Sin embargo, este Ultimo porcentaje fue menor a los registrados en 1960 (25.2%) y en 1957 (24.7%)1 . La Nación en su edición del 8 de julio se regocijará anunciando “una franca disminución del voto en blanco”. La explicación puede residir en que parte del voto peronista apoyó a Illia por temor a un triunfo del Gral. Aramburu2. Pese a que la UCRP entre sus bases de acción política, aprobadas en 1957, al separarse del Comité Nacional presidido por Frondizi, figuraba la “defensa de los ideales de la Revolución Libertadora3.

Esta elección mostró una gran dispersión de preferencias partidarias por parte de la ciudadanía. Con los resultados obtenidos, pero al realizarse la distribución de los electores no por el sistema establecido en la Ley Saenz Peña sino por el sistema proporcional, la UCRP no tuvo mayoría propia en el Colegio Electoral que debía nominar al Presidente.

De todas maneras la UCRP conquistó 13 de las 22 gobernaciones, tenía mayoría propia en el Senado y era la primera minoría en la Cámara de Diputados. Según Rouquié (1982), Illia había recibido un apoyo que iba “desde los conservadores hasta los comunistas, pasando por los neoperonistas”.

De todas maneras la exclusión del peronismo constituye el dato clave para explicar el funcionamiento y desajuste de todo el sistema político e institucional (Passalacqua, 1980 a).

Así, Arturo Illia es consagrado Presidente y el radicalismo vuelve al gobierno luego de 33 años. La campana que lo lleva a la Presidencia se realiza sobre dos grandes temas: el rechazo de las imposiciones del FMI y la denuncia de los contratos petroleros de Frondizi. Para la época constituía un discurso fuerte, que podía ser clasificado como nacionalista y casi antiimperialista. Según Plá (1969) los radicales del pueblo habían reivindicado planteos del viejo radicalismo, para así captar cierto apoyo popular. Para Rouquie (1982), Illia era un político “moderado, de centro izquierda, que creía en la democracia, pero también en las virtudes curativas del tiempo”. El mensaje de Illia, más que reforzado por una inteligente campana publicitaria, se llevó adelante exhibiendo la imagen paternal y serena del candidato.

Sin embargo, el candidato natural de la UCRP no era Illia, sino Ricardo Balbín. Este, que ya había sido candidato por el partido en dos oportunidades no consideró la posibilidad de presentarse en 1963. Además, poco antes de las elecciones -creyendo que éstas no llegarían a realizarse - había declarado que “las condiciones electorales necesarias no están dadas en la actualidad”4. Según Acuña (1984), Balbín no quiso arriesgar nuevamente su imagen ante la posibilidad de que se realizara un nuevo acuerdo entre los seguidores de Frondizi y de Perón. Brá (1976) considera que “Si hubiese existido un mínimo de fe, el candidato no estaría personificado por el poco conocido medico rural”.

El hecho de que Illia no fuera el jefe natural de la UCRP se reflejaría, más tarde, en el gabinete, donde se asistiría a un equilibrio inestable entre distintos sectores del partido.

Illia tenía una larga trayectoria política pero no muy conocida, ya que nunca había accedido a los requerimientos de los asesores publicitarios de promocionar su vida personal. Una larga carrera que, vista en perspectiva, constituía una perfecta asimetría con la de Frondizi. En lugar de ser un brillante intelectual era un modesto medico de pueblo en Cruz del Eje, Córdoba, “Porque le interesaban más los hombres que las cosas” según confiará a Clarín años después. Había sido electo Senador provincial en 1935, Vice-gobernador en 1940, Diputado nacional en 1948 y Gobernador en 1962, aunque sin llegar a asumir esta última posición. En su larga carrera dentro de la intransigencia jamás adhirió al antiperonismo duro de alguno de sus correligionarios.

Algunos creyeron ver detrás de su apariencia física un presidente civil “pueblerino y carente de fascinación” (.Blanco et. al. 1989). Para Luna (1984) el nuevo presidente “estaba totalmente ajeno a la temática contemporánea”, y por tal razón entregó los cargos de la Administración Pública “a la voracidad de sus correligionarios”. Con mayor dureza aún lo retrató la revista norteamericana Newsweek, para la cual el único programa de Illia “parece ser el de gastar 16 horas por día conversando con quien quiera visitarlo”5.

Illia se caracterizará, desde el momento en que es elegido por el Colegio, por reafirmar su condición de hombre de partido y por asegurar el cumplimiento de lo anunciado en la campaña electoral. Estas afirmaciones le valdrán las primeras críticas.

Salvo el Ministro de Economía Eugenio Blanco, no elegirá para acompañarlo en puestos claves a figuras conocidas del establishment sino a hombres de la UCRP. La revista Análisis6, vocera del liberalismo ortodoxo junto con Economic Survey, se asustara de la “ausencia casi total de relaciones efectivas entre quiénes se van y quiénes llegan”. Conviene recordar el nombre del último Ministro de Economía de Guido con el cual no se mantenían contactos, era José Alfredo Martínez de Hoz.

A diferencia de Frondizi, que tenia una relación de tipo instrumental con su propio partido, Illia exaltará el papel de los partidos políticos. “Seguir cumpliendo con nuestro deber de fortalecer al partido que es ci arma con que luchamos y con ella, solo con ella, llegaremos”, reprenderá - durante ci gobierno peronista a un allegado por su falta de confianza en la UCR7. Agregará Luna (1984), que “lo que nadie imaginó es que Illia estaba abrumado por un condicionamiento personal asfixiante: sus compromisos con el partido político al que pertenecía”.

Para Mallon y Sourrouille (1973)”la UCRP era un microcosmos de los intereses económicos y de las opiniones ideológicas de la Argentina”, pero donde “ninguno de los poderosos grupos de interés o ideológicos se consideraba con suficiente influencia en el partido como para identificarse con él políticamente”. Ambos autores realizarán esta aguda descripción luego de haber observado esta relación desde una posición privilegiada, ya que ambos se desempeñaron como técnicos del Consejo Nacional de Desarrollo (CONADE) durante la gestión de Illia.

Esta relación entre un presidente que llega al poder sobre la base de una plataforma moderna y progresista y una cúpula partidaria de orientación mas conservadora no tardará en crear una brecha.

En el partido convivían distintas fracciones y cada una de las cuales poseía una aproximación diferente a los grandes temas nacionales. El enfrentamiento a Frondizi había cohesionado, en su momento, a la UCRP. Una de las tendencias más importantes era el balbinismo, que representaba a un sector que ya se había alejado de los postulados originales del Movimiento de intransigencia y Renovación. Con gran presencia en la provincia de Buenos Aires, su discurso era moderado y hasta conservador8. Por otro lado, también en provincia de Buenos Aires se encontraban los seguidores de Crisólogo Larralde. Este dirigente si bien ya había fallecido al momento dc asumir Illia la presidencia, se había distinguido por un discurso mas apegado a temas obreros e industrialistas, lo que le valió alguna influencia en sindicatos del cordón industrial de Buenos Aires9. El viejo unionismo se dividía entre una línea dura antiperonista representada por el Movimiento independiente de Mathov y otra más aperturista y moderada liderada por Zavala Ortiz y el electo vicepresidente Perette, quienes tenían un discurso mas cercano a temas de economía social. La Intransigencia Nacional, de la cual provenía Illia, heredera doctrinaria dcl sabattinismo y su pensamiento nacionalista y popular, tenía fuerte presencia en el interior del país10.

Sin constituir una tendencia partidaria, existía un grupo de expertos en temas económicos y sociales quienes venían desarrollando una creciente influencia en el Comité Nacional, como agudamente describió el semanario de actualidad Primera Plana11. Esto se plasmo no sólo en la redacción del Programa partidario sino en la conformación dcl gabinete de Illia12.

Este grupo compartía junto a Illia un sustento doctrinario común, eran tributarios de la Profesión de Fe Doctrinaria y del Programa de Avellaneda “especie dc Biblia neo-yrigoyenista inspirada por Lebensohn” y que constituyó el “leit-motiv de la existencia y acción de la Intransigencia durante el gobierno peronista” según Passalacqua (1980 a).

El primer problema que se le presentará al presidente electo antes de asumir será el de la futura relación con el FMI. En efecto, el 6 octubre de 1963 vencía el acuerdo stand-by negociado durante la gestión Guido y se esperaba que Illia lo renegociara suscribiendo una nueva carta de intención. La ocasión propicia de realizar el acercamiento entre los funcionarios del FMI y del nuevo gobierno era la reunión anual de la Junta de Gobernadores dc ese organismo.

Sin embargo, Illia sorprendió a los que esperaban un cambio de actitudes entre el discurso del candidato y el electo presidente. No solo no se envió delegación sino que ante la Asociación de Periodistas Extranjeros reafirmó la posición programática:

“No tenemos problemas (con el FMI)... pero si al aplicar normas discrepamos con el FMI, no podremos aceptar que en la conducción de la economía tengan ingerencia otros organismos que los naturales del gobierno nacional. No aceptaremos ninguna clase de imposiciones a intromisiones que puedan coartar las disposiciones en materia de conducción económica13.

Algunos creerán ver un defecto en ese “fanático respeto a la palabra empeñada” (Aguinis, 1988) y los “pruritos políticos y formales” que “atentan contra la eficacia del Próximo gobierno”14  Tiscornia (1983), un golpista de 1966, creerá identificar que esto se debe a que “la larga espera no le había dado oportunidad (a la UCRP), de formar equipos con una mentalidad moderna”.

La incomprensión del mandato que había recibido Illia, llevó a sectores militares a descalificar tempranamente a Illia por el presunto izquierdismo y estatismo de su programa de gobierno15. Al parecer nadie había reparado en la Plataforma del partido hasta que notó que Illia parecía dispuesto a llevarla adelante. De ahí la sorpresa e indignación dc ciertos políticos y medios de comunicación de la época. Frente a Frondizi que en cuanto asumió el cargo, “actuó en forma casi diametralmente opuesta a sus anteriores escritos y discursos”, como señala Snow (1972).

El mercado de cambios, tradicional reflejo de la incertidumbre política en la Argentina, registró la desconfianza que se generaba ante la asunción del presidente Illia y del cariz que comenzaba a tomar lo que sería su gestión económica con fuertes alzas. El dólar en octubre de 1963 se cotizaba a m$n 148, seis meses después lo hacia a solo m$n 132.

El cumplimiento de la palabra empeñada sería la nota que distinguiría a la UCRP en esta etapa. Balbín anunciaría en el acto de clausura de la campaña en el Luna Park: “este partido no tiene pactos con nadie; se puede votar confiado en él”16.

Obviamente se trataba de un contrapunto histórico con Frondizi, Illia pretendía demostrar la primacía de la política con mayúsculas frente al reduccionismo economicista. Según Alvarez Guerrero (1988), “toda la Plataforma de 1963 se orienta a recuperar la fe pública” sorprendida por los renunciamientos frondicistas, ya qué la UCRP entiende qué “el gobierno debe ser leal a la propuesta preelectoral”. Esta es la esencia del pensamiento ético del radicalismo, que proviene de Yrigoyen, y que sostiene que el partido debe cumplir desde el gobierno lo que afirma desde el llano.

Este pensamiento será observado por la prensa dcl momento coma un rasgo más de ingenuidad e inocencia de Illia. Propio de la tradición partidaria pero alejado del pragmatismo de los modernos estadistas, quienes deben comprender el complejo funcio​namiento del mundo de la posguerra. La revista Análisis y el Economic Survey comenzaran una campaña de desprestigio en la que la consigna se sintetizará en que Illia no comprende que el mundo de la década del 60 es diferente al de la década del 30, donde nacieron las ideas que él sostiene.

Notas

1. Para un análisis del resultado electoral, véase Cantón (1973).

2. Esto fue reconocido por el dirigente peronista Antonio Cafiero a Primera Plana (Nº  35, del 9/7/63). Brá (1976) considera que la UCRP “surgía como un mal menor para los peronistas”.

3. Véase Gallo (1983), página 151.

4. Las declaraciones de Balbín fueron recogidas en Primera Plana (Nº 2 del 2/11/62)

5. Reproducido en Primera Plana (Nº 79, del 12/5/64).

6. Análisis, Nº 131, septiembre de 1963

7. Véase Rojas de Villafañe

8. Para una apreciación crítica del pensamiento balbinista, véase Acuña (1984). Balbín no editó ninguna obra teórica, sólo se conoce una recopilación de sus intervenciones parlamentarias y discursos: Balbín (1982).

9. El pensamiento de Larralde puede rastrearse en Anzoategui (1965).

10. Sobre el sabattinismo, véase Gallo (1983) y Ferrero (1982).

11. En Primera Plana (Nº 2, del 2/11/62).

12. Para una caracterización sociologista del radicalismo véase Izaguirre (1967).

13. Reproducido en “Contacto entre Illia y el FMI” en Análisis, Nº 131.

14. Ibidem. Anterior

15. Véase Primera Plana (Nº 37, del 23/7/63).

En la Nación, 6/7/63.    

SEGUNDO CAPITULO

El gobierno de Illia a diferencia de los anteriores que se sucedie​ron a partir de 1955, no procurará solucionar la grave crisis heredada en base a crear nuevos estímulos al capital sino que intentará regular desde el Estado la salida de la crisis. Se impul​sará recorrer un camino de crecimiento, en que el énfasis no estaría depositado en el tema antiinflacionario ni en el de crear incentivos que hicieran atractiva la radicación de capitales extran​jeros. Más bien se tratará de hacer un uso racional y productivo del ahorro interno, planificando a fin de poder controlar la evo​lución de las principales variables económicas, conforme al pro​grama votado en julio de 1963.

Luego de la gran ola de inversiones extranjeras de principios de la década del 60; a contrario de lo que esperaban los técnicos del desarrollismo, la demanda de insumos importados se había incrementado en forma notable. En este período la tasa de incre​mento de las importaciones fue mayor que la tasa de incremento de las exportaciones1. Esto reveló la fragilidad del modelo de desarrollo impulsado por Frondizi. Este agotamiento del impulso se debió a la detención de la entrada de nuevas inversiones, tal vez por que ya se habían ocupado todas las alternativas de inversión. El éxito inicial del modelo desarrollista dependía de que se mantuvieran las condiciones de entrada masiva de capitales foráneos en forma permanente. Una estrategia de “todo o nada” según la fórmula de Mallon y Sourrouille (1973). Eshag y Thorp (1965) consideran que el influjo de capitales duró solamen​te hasta 1961. A partir de allí, la escasez de divisas produjo una crisis de liquidez, ante los continuos pagos de remesas e impor​taciones que debía realizar la industria recién incorporada.

La liberación de precios iniciada en 1959 había producido una variación muy fuerte de los precios relativos, muy notable en el caso del precio de la carne. A estas distorsiones, se agregaron la política salarial de la última etapa del gobierno de Frondizi, realizada como intento de aparecer en forma mas favorable ante el electorado sensible al discurso peronista. Pero lo que contribui​ría definitivamente a desatar la crisis fue la sequía de 1961 y la crisis de la Balanza de Pagos en 19.62.

La crisis económica de 1962/63 había sido una de las más severas que había sufrido el país hasta ese momento. Ante esta perspectiva el gobierno de Guido tomó la clásica decisión de aplicar una política monetaria y fiscal ortodoxa. El violento ajuste realizado en 1962 a favor de los intereses agroexportadores se había realizado a través de dos devaluaciones sucesivas del 62% en abril y del 86% en diciembre. A este severo y drástico recorte de ingresos populares se sumó en ese mismo año el conflicto institucional dentro del Ejército, con el enfrentamiento entre “azules” y “colorados”2.

Esta solución ortodoxa -señalaría unos años después Diaz Alejandro (1965)- sólo produjo una brutal transferencia de ingre​sos hacia los sectores agro-exportadores ya que en el corto plazo no se registraron aumentos significativos de la oferta agropecua​ria exportable.

Frente a la reformulación autoritaria de la teoría democráti​ca, al calor del agravamiento de la crisis económica, Illia con el proyecto de “revolución democrática” intentará no sólo “como una cuestión más trascendente -si es que le podemos dar el término de trascendente a nuestro gobierno- (realizar) una experiencia sobre si el país podía vivir exclusivamente en una forma constitu​cional o no” según el propio Illia3. Tratará de probar que la democracia es también una condición social. Con respecto al régimen político sostendrá que “si nuestra Constitución no fuese útil ni lo fueran nuestras normas legales, entonces habría que derrumbarlas y crear nuevas instituciones. Nosotros creemos que son útiles por eso las respetamos” (Illia, 1964 c). En esta concep​ción se puede entender al gobierno democrático como aquel para el cual la búsqueda de la igualdad es principio y práctica. “El mundo va al igualitarismo -expondrá en una conferencia de pren​sa4-. Los privilegios ya no pueden existir en ningún lado. Nos nivelaremos por la fuerza o por la razón. Nosotros queremos nivelar por la razón. Esta es en última instancia la razón de toda la tarea. Hay que buscar un camino u otro, pero elijamos el camino ancho por donde marchemos todos más o menos en comprensión. Es el mejor camino” (Illia, 1964 c).

Para Illia la democracia también se definirá a partir de las posibilidades de generar condiciones concretas de igualdad. Lue​go de recorrer la Europa de 1934 y de haber vivido un tiempo en Italia y Alemania, había observado que la respuesta totalitaria a la cuestión social no señalaba el camino. Illia reflexionará luego de haber visto de cerca esos fenómenos que “si los pueblos se desinteresaban de los derechos del individuo era porque creían que se trataba de una estratagema de las clases poseedoras para contrarrestar el avance de los derechos sociales” (Troiani, 1982). A estos temas intentará apuntar su práctica de gobierno.

En su primer mensaje a la Nación como Presidente destacará la significación histórica del programa por el cual una generación de radicales había luchado más de una década. “Se abrirá una nueva etapa en la larga lucha por afianzar definitivamente en la Argentina los principios de la democracia y de la libertad” (Illia, 1963).

“La democracia argentina necesita perfeccionamiento, pero, que quede bien establecido, perfeccionamiento no es sustitución totalitaria”. La puesta en marcha del proyecto democrático “no podrá lograrse a no ser que estemos resueltos a aceptar modifi​caciones sustanciales en las actuales estructuras económico -sociales de nuestro país”. El nuevo presidente declaraba que “la liberación del hombre contra todas las formas degradantes del imperialismo y del absolutismo en todos sus aspectos” (Illia, 1963). Esto conformaba la médula del concepto de “democracia social” que sostendría ideológicamente la instrumentación de la política económica que llevarían adelante los técnicos.

Para este pensamiento lo más importante “ no es que el sentido social de la democracia esté en nuestras declaraciones políticas o estatutos partidarios, sino que los argentinos tengamos la decisión y la valentía de llevarlos a la práctica” Este emprendi​miento tendría como objetivo realizar “la gran revolución demo​crática, la única que el pueblo quiere y espera” (Illia, 1963).

Esta orientación de la democracia sustantiva de claras defi​niciones sociales estaba presente en Illia ya desde el comienzo de su carrera. En 1946, desde la presidencia del Comité Provincia de Córdoba era partidario de fijar las “reformas fundamentales en la actual Constitución Nacional, que establezcan limitaciones al uso y abuso de la propiedad privada, acentuando la función social de la misma”. Además de definir en su carrera por la Senaduría provincial en 1935, que la lucha de su partido era “en defensa de la justicia, de la ley y del bienestar popular y en contra del fraude, de los privilegios y de la explotación del hombre por el hombre”5.

Debemos tener presente que todos estos conceptos eran difundidos en una época en que predominaba un anticomunismo cerril, tanto en el pensamiento de las Fuerzas Armadas como del gran empresariado. Donde el término revolución siempre se prestó a la confusión semántica. Si bien en la década del 70 tendría notaciones típicamente antiestablishment, a principios del 60 era disputado el término por la derecha. Para los militares tendría un halo de realización histórica de la nacionalidad, desde una pers​pectiva organicista y autoritaria. “Revolución Argentina”, sería el nombre que adoptaría Onganía para definir la etapa abierta con el golpe de estado. También el Departamento de Estado difundi​ría el concepto a través de la Alianza para el Progreso, pero desde ya no en el sentido que le impondría Illia6.

En sus discursos públicos Illia mencionará como fuente per​manente de su pensamiento político y social al líder histórico de su partido, Hipólito Yrigoyen, al primer diputado socialista del continente Alfredo Palacios del cual todavía “escuchaba los ecos”, a Crisólogo Larralde y a la doctrina social de la Iglesia7.

Democracia e igualdad se funden en este pensamiento, para el cual el Estado debe intervenir para regular y participar en el proceso de acumulación y distribución, en razón de la estructura social injusta que se pretende modificar. Esto lo aparta a Illia de la tradición antiperonista y alvearista del radicalismo, para la cual la reivindicación de la democracia se agota en las formalidades institucionales. No disimulaba Illia su adhesión doctrinaria al pensamiento de Yrigoyen, remozado en la Carta de Avellaneda. Es decir, el proyecto de la democracia como democracia de contenidos, sustancial, que no niega los aspectos formales pero que se propone dotarlos de sentido social.

Antes de las elecciones en una entrevista concedida al diario La Nación8, Illia sintetizaría su plataforma política en diez puntos. Por un lado se destacaban los aspectos políticos: libertad a los presos políticos, garantías constitucionales y por otro lado las medidas concretas que se tomarían en caso de acceder a la Presidencia. Estas comprendían la anulación de las concesiones petrolíferas y eléctricas, la denuncia del protocolo de garantía de inversiones, la regularización del pago de los compromisos del Estado a los agentes de la Administración Pública y proveedores y la revisión de los compromisos externos, sin aceptar imposiciones del FMI. Los aspectos generales de la propuesta económica eran la creación del Consejo Económico, como núcleo central de la planificación económica, la puesta en marcha de un programa de reactivación, la realización del Plan de Desarrollo y finalmente se comprometió, como el resto de los candidatos, a prestar aten​ción a los rubros vivienda, salud y educación. La temática econó​mica concentra la propuesta, ya que de diez puntos anunciados ocho corresponden a ésta.

El cronista de La Nación observará que Illia “mantiene en buena medida los rasgos que caracterizaron al sabattinismo”.

Como actualización de la consigna yrigoyenista de la “Repa​ración” consideraba que, ante la situación a la que se había sumido a amplias capas de la población, con los sucesivos planes de ajuste, era necesario una profunda transformación de los actuales niveles de ingreso. “Va de suyo que la redistribución del ingreso con sentido social cumple con dos altas finalidades de interés nacio​nal: una, de elemental justicia, la cual es la de restituir a los trabajadores los niveles de participación en el producto nacional que ya habían conquistado; la otra, impostergable para la reacti​vación económica”9.

En cuanto al ritmo con que se impondría esta política Illia prevenía que “se suele hablar algunas veces de la inoperancia, en otras de la contradicción. El arte de gobernar exige prudencia y sabiduría” (Illia, 1964). Los sectores dominantes “creían que había que imponer primero el orden coactivo, para poder normar. El concepto (de esos sectores) es que el buen gobierno es el que patrocina el orden” explicaría Illia, años después en un reportaje (Moncalvillo, 1982). Tal vez por esta razón es que Illia prefiriera “ejercer su autoridad sin estridencias” (Illia, 1966). Esta forma de gobierno será la que dará lugar a furiosas críticas acerca de su modalidad de gobierno. Frente al efectivismo con que los publi​cistas denotaban a la oficialidad militar profesionalista, Illia sos​tendrá que “no se trata de hacer creer en falsas ilusiones, ni realizar proclamaciones de consentimiento demagógicos. Se trata más bien de un llamado directo, de hermano a hermano...” (Alco​nada Aramburu, 1983).

Illia no olvidará en ningún momento que su presencia en el Ejecutivo es resultado, entre otros factores, de la ausencia obliga​da del peronismo. Interrogado por los periodistas acerca de esta situación conflictiva, Illia recordará a Albert Camus, el escritor francés, en su ensayo “Cartas al amigo alemán”, donde examina para las futuras relaciones germano-francesas el rencor generado por la guerra. Illia sostendría en dicho reportaje al igual que en el ensayo citado que “todo esto va a pasar y tendremos que renaudar el diálogo y entendernos en medio de esta catástrofe”. Dando a entender algo que ya sospechaba cierto periodismo vinculado a las grandes empresas: en el pensamiento social y económico que llevaría el presidente adelante no había grandes diferencias sus​tanciales con el peronismo. La sutileza de esta definición no fue captada ni por el peronismo ni por sus correligionarios. Años después reconocerá Illia su ambición de haber tenido más tiempo para convencer a “la gente trabajadora del Gran Buenos Aires” que la UCR “no era un partido que la pudiera contrariar, que tenía la sensibilidad suficiente para comprender sus necesidades y apetencias” (Troiani, 1982).

En cuanto a la definición del papel de la Argentina en el mundo de posguerra, el gobierno seguiría de cerca las tesis de Prebisch acerca de la necesidad de mantener cierta independen​cia de criterio en materia de comercio exterior10. Esto implicaría tener una política exterior independiente. “Un mundo tiene la lógica preocupación de su defensa, el otro tiene la perentoria necesidad de su crecimiento” (Illia, 1963). A De Gaulle le dirá que “para alcanzar esa justicia es menester que el crecimiento de unos países no lo sea a expensas o en detrimento de otros, ya que el desarrollo se conseguirá mediante una mejor distribución del ingreso internacional” (Illia, 1964 b).

En la ejecución de la política económica, anunciará Illia el 1º de mayo de 1964, “nos ajustaremos lealmente a estas normas, que, en lo fundamental, pueden resumirse: paz social, pleno empleo, pacto social para el desarrollo y el progreso, participación crecien​te de los trabajadores en los planes de gobierno, una más justa distribución de la riqueza, independencia de los sindicatos, auto​determinación de los gremios y efectivo ejercicio de la democracia en sus organizaciones” (Illia, 1964). Ya que el norte fundamental de la política económica sería que “el salario real de los trabajadores será defendido tenazmente por el gobierno” (Illia, 1963). Para ello propondrá que “en el más breve plazo” se cumplan dos objetivos; un “proceso continuo de crecimiento y la participación activa del pueblo trabajador en una más justa distribución de la riqueza” (Illia, 1963).

Era el eco del Programa de Avellaneda donde se sostenía la necesidad de generar “un amplio desarrollo industrial” que “no se funde sobre el bajo nivel de vida de los trabajadores, ni perjudique el interés general”.

Al asumir su mandato Illia anunció “establecer el método de la programación económica” a partir de noviembre de 1964. Esta fecha no se pudo cumplir dado que el CONADE halló una total falta de estadísticas confiables sobre las cuales realizar proyeccio​nes y estimaciones11. Con respecto a la necesidad de recurrir a la planificación para no dejar librado a las fuerzas del mercado el desarrollo del país, Illia anunció en mayo de 1964 su ambición de “tener mi Plan una vez que esté en posesión de todos los datos” para “tomar las medidas de largo alcance para que el que venga detrás de mí, encuentre una serie de nociones básicas para que se pueda Orientar” (Illia, 1964 c). Para el Presidente “la improvisa​ción es el atraso” y estaba atento a la deformación que significaba que .“cada ministro de Economía tiene la receta mágica, improvi​sa. Ni en economía, ni en nada, se puede improvisar; por eso somos partidarios de la Planificación”, explicaría años más tarde (Moncalvillo, 1982).

El programa concreto con que se encararía la crisis descan​saba sobre las ideas, anunciadas por Illia antes de la elección: reactivación del mercado interno y aumento de las exportaciones. “En este programa - continuaba el candidato de la UCRP - se tendrá especialmente en cuenta la situación de los trabajadores actualmente desocupados”12.

Frente a los múltiples intentos realizados para conjurar la crisis de 1962 y 1963 sobre la base de provocar el quiebre de las expectativas inflacionarias mediante bruscas contracciones mone​tarias, se prefirió adoptar un programa expansivo y gradualista (García Vázquez, 1965).

Para el primer año se diseñó un plan de corto plazo destinado al incremento de la demanda, mediante el suministro a la econo​mía de la adecuada liquidez para permitir la ocupación plena de los factores productivos. Una vez comenzado este proceso, al comenzar a recalentarse el circuito productivo se comenzaría a dosificar la creación de crédito. La política ideada sostenía la necesidad de mantener la creciente participación de las exporta​ciones no tradicionales en el total exportado, para que éstas dejaran de ser producto de la recesión industrial y pasaran a formar una política permanente. En el sector agropecuario se procuraría crear condiciones estructurales para que éste no de​pendiera en forma exclusiva del factor climático para mejorar su productividad, para lo cual se alentarían formas de financiamien​to a la inversión. Frente al paradigma ortodoxo que indicaba que los buenos resultados eran producto del mejoramiento de los precios del sector, la nueva conducción económica interpretaría la necesidad de mejorar la productividad más que los ingresos corrientes. A la vez que se trataría de imponer un régimen impositivo a la renta potencial de la tierra.

Una de las tensiones que con más profundidad recorría la política argentina, era la capacidad o no de Illia de cumplir con el programa. Para Acuña (1984) éste era más avanzado que el pensamiento tradicional de su partido. La sombra de lo ocurrido con Frondizi sobrevolaba estas preocupaciones. Un publicista, tradicional vocero del sector “azul” del Ejército, Mariano Gron​dona, desarrollaría una curiosa interpretación sobre la necesidad de cambiar las propuestas preelectorales. Se preguntará Gron​dona sí es inmoral el cambio del discurso. La respuesta es nega​tiva, ya que “si un presidente encuentra que sus promesas atentan contra el interés general del país, debe desecharlas, porque su compromiso único y último es con la Nación” (Grondona, 1964). En el mismo sentido la Sociedad Rural le enviaría, más tarde, una nota a Illia, donde además de alarmarse por el “dirigismo y el intervencionismo, cada día más notable” le recomendaría dese​char estas ideas “a pesar de ser la doctrina en la plataforma partidaria”13.

El esfuerzo será en vano ya que Illia mostraría una posición intransigente en materia de promesas preelectorales. A fines de 1963, luego de confirmar ante el delegado ejecutivo del FMI su predisposición a no seguir las recetas de esa institución; informará a los periodistas las razones: “Represento una clara expresión popular que ha votado no solamente a un hombre sino a un definido programa”14.

Illia formaba parte de la dirigencia intransigente, que había reemplazado a los unionistas en el aparato del partido. Estos dirigentes se sentían más cerca del peronismo, en materia econó​mica y social, que de las motivaciones indiscriminadas de pero​nismo (Luna, 1985).

Tras el ejemplo de la UCRI que había llegado al gobierno con la consigna “Frondizi y el programa” y luego había modificado su posición, “muchos de los que habían votado por la UCRP no creían que se cumplirían las. promesas preelectorales” según Brá (1976).

Wynia (1986) considera a Frondizi como un “traficante de reformas”. El planteo de Frondizi había sido dirigido contra lo que representaba Illia: la intransigencia. Para el ex presidente desa​rrollista esta visión correspondía a la vieja política “ideológica”, que en su perspectiva no era eficaz ni realista.

Frondizi considerará que el país “puede desarrollarse gracias a sus propios recursos, pero esto implicaría renunciar a un ritmo de crecimiento más rápido” (Rouquié, 1975). En el planteo de Frondizi el problema principal era el subdesarrollo, consecuencia de la incapacidad para lograr un crecimiento económico adecua​do con su saldo comercial. El capital extranjero debe suplir la incapacidad del ahorro interno. En este discurso de tono positivista, el desarrollo adquiere condiciones de fin en si mismo, frente al concepto integral que tratará de impulsar Illia.

Ante las reiteradas presiones de los poderosos grupos de poder económico en el sentido de modificar la concepción inicial con que se atacaba la crisis, el ministro Blanco deberá realizar declaraciones públicas en febrero de 1964, reafirmando que “el gobierno no procederá a cambiar su programa, le ha prometido al pueblo de la República que realizará desde el poder un progra​ma preestablecido y lo esta cumpliendo conforme a esa promesa”. Refiriéndose a los que públicamente pedían, como Grondona, un cambio de rumbo en nombre del “interés general”, los descalificó en sus intentos. No lograrían, lo que con Frondizi advirtió. Esto es que “una vez llegados los hombres al gobierno rompan las promesas hechas al pueblo” para “realizar una labor gubernativa totalmente contraria a lo que se afirmó desde el llano”15.

El equipo que secundaría a Blanco, al que se calificaría como de “innegable tinte socialdemócrata”16, venía trabajando en la sede del Comité Nacional de la UCRP asesorando al partido en posiciones económicas y sociales. Este equipo estaba conformado por Germán López, Roque Carranza, Bernardo Grinspun, Alfre​do Concepción, Roberto Pena y Félix Elizalde entre otros. Este grupo venía editando una revista llamada “Definición” de fuerte crítica social, en donde se identificaba la posición de sus editores con el pensamiento progresista no sólo nacional sino también europeo . Este equipo sostendría posiciones más claramente intervencionistas que las del ministro Blanco y que serían las que, finalmente, se impondrían en el manejo de las variables claves (Acuña, 1984). No pocas publicaciones de la época habían comen​zado a denominar a este grupo como los “jóvenes turcos” de la UCRP17.

La formación del gabinete con figuras desconocidas en el ambiente de las grandes empresas y bancos, revelaba según algu​nos comentaristas “la estrechez de criterio” (Brá, 1976). Mailon y Sourrouille (1973) anotarán que “la política estaba siendo formu​lada por los tecnócratas del gobierno sin la ‘adecuada participa​ción’ del sector privado”.

Los miembros del equipo, de orientación keynesiana, además de tener un diagnóstico preciso de la coyuntura económica argen​tina, eran seguidores indisimulados de Raúl Prebisch. Estos desde la Centro de Estudios para la América latina (CEPAL) habían desarrollado una particular teoría que explicaba los condiciona​mientos que impedían el crecimiento de los países subdesarrolla​dos como consecuencia del secular deterioro de los términos del intercambio18. Este pensamiento rector tendría, tal vez, en el trabajo publicado en 1964 “Hacia una dinámica del desarrollo latinoamericano” su más clara expresión. No sólo era Prebisch quien contribuía intelectualmente a la formación teórica de este equipo, también se seguían con atención los trabajos de Osvaldo Sunkel, Aníbal Pinto, Celso Furtado, Aldo Ferrer, Dudley Seers y Sydney Dill.

Este equipo compartía un diagnóstico, para el cual el grave problema del desarrollo no partía de una insuficiente provisión de capitales extranjeros, sino de una mala utilización del ahorro nacional y de las divisas generadas por la actividad exportadora. Compartían una visión desde la cual se criticaba el ajuste realiza​do en la economía desde 1955, que había provocado una regresiva distribución del ingreso. Este ajuste era criticado desde el punto de vista político y social, pero también desde su propia lógica interna ya que ni siquiera había servido para aumentar las tasa de inversión nacional. El resultado del ajuste fue el de favorecer el consumo e inversiones suntuarias, como por ejemplo las construc​ciones veraniegas de Mar del Plata, en desmedro de la inversión productiva o el consumo popular (Mallon y Sourrouille, 1973).

Las condiciones desde las cuales debía llevarse el programa adelante no eran muy alentadoras, era indudable que la exclusión electoral del peronismo quitaba legitimidad al gobierno. Esta exclusión aceitaba la presión de los tradicionales sindicatos por ocupar un espacio político que se le negaba en el plano electoral. Sumado a esto los militares y el gran empresariado mirarían con desconfianza este radicalismo que parecería que se tomaba en serio su proyecto político.

Notas

1. Este es el diagnóstico realizado en CONADE (1965).

2. Para un análisis de esta crisis militar, véase Rouquié (1982, pag. 213) y también Potash (1984, página 445 y ss.)

3. En el reportaje realizado en Moncalvillo (1982).

4. El pensamiento de Larralde puede rastrearse en Anzoategui (1965)

5. En Rojas de Villafañe (1965) se mencionan anécdotas personales de Illia y discursos no muy conocidos de aquella época.

6. Para Graciarena (1963) “la diplomacia norteamericana en torno de la Alianza para el Progreso parece haber estado alentando pacíficas revoluciones de clase media apoyando a líderes políticos no oligárquicos, como Frondizi”.

7. En varios discursos. A Yrigoyen lo recordará especialmente en los fundamentos del Decreto de anulación de los contratos petroleros y a Palacios en el discurso del 1º de mayo de 1965 ante la Asamblea Legislativa.

8. En La Nación 2/7/63

9. Fundamentos de la Ley Nº 16.459, reproducido por el M. De Trabajo y Seguridad Social (1966).

10. Especialmente en “Hacia una nueva política de comercio exterior para el desarrollo”, CEPAL 1964 y “América Latina y la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Comercio y Desarrollo”.  En estas obras Prebisch ponía énfasis en el desarrollo de áreas de comercio con los países del bloque socialista y en el bilateralismo.

11. En abril de 1964 el CONADE había publicado un folleto titulado “Cuentas Nacionales de la República Argentina”, comprendiendo el período 1950-1961. Este trabajo era fruto de un acuerdo realizado a fines de 1962 entre este organismo y la CEPAL. Se constituyó en la primera publicación que, en el país, desarrollaba un sistema de cuentas del producto e ingreso para un período mayor de un año. Esto es reconocido posteriormente en BCRA (1976). Sobre la base de este trabajo se ralizaron la estimaciones del PND

12. En La Nación del 2/7/63

13. Nota del 20/1/65 del SRA al Presidente Illia, reproducida en la memoria Anual de la SRA, 1964.

14.  Cuaderno Nº 1. Elizalde recuerda en esta última la intransigente posición del ministro Blanco ante Krapp, el delegado del Banco Mundial.

15. Discurso del ministro de Economía, reproducido en La Nación, del 28/2/64.

16. En Primera Plana Nº 2 del 13/11/62 se habla de “la creciente influencia (del) grupo de jóvenes asesores...de innegable tinte socialdemócrata”.

17. Tanto para Primera Plana como el resto de la publicaciones especializadas en economía, lo hacían habitualmente. Elizalde (1986) recordará que Illia “no busca gente por distintos lados sino que toma como altos funcionarios, secretarios, etc. A todos los miembros de la Comisión de Estudios Económicos...En el gobierno de Illia se llega a través de un partido político. Muchos de los ministros que han pasado han llegado descolgados, elegidos por gobiernos militares”. La prensa reprocharía a Illia no continuar esta costumbre.

18. Los esfuerzos políticos por impulsar estas tésis se verán concretadas por el gobierno, en la llamada reunión cumbre Alta Gracia, donde los paises subdesarrollados fijarían una posición autónoma.

TERCER CAPITULO
Los instrumentos de política económica utilizados fueron, si se quiere, los tradicionales. Aunque la lectura de la situación econó​mica heredada, en la perspectiva política del Presidente y de su equipo dio origen a las medidas adoptadas en materia fiscal, monetaria y de regulación que llevarían a resultados distintos a los tradicionales.

Illia intentaría resolver la crítica situación recesiva actuando en forma eficaz sobre la demanda efectiva. Se pensaba inicialmente (Banco Central de la República Argentina, BCRA, 1964) que el incremento del gasto público y el impulso de la oferta de productos manufacturados, a través de una expansiva política de créditos selectivos no generaría una explosión inflacionaria. Esta política estaba destinada a “sostener el salario real” y según las autoridades económicas a conectar medidas coyunturales de cor​to piazo -de corte expansivo- con las de largo plazo, que se plasmarían en el Plan Nacional de Desarrollo (PND) y que apuntaban a reformular las estructuras productivas del país.

Como el programa de desarrollo que llevaría a cabo la UCRP no descansaba sobre la entrada masiva de capitales extranjeros, sino sobre la utilización óptima y racional del ahorro nacional y de la plena ocupación de los factores productivos, una de las primeras medidas tomadas por el gobierno fue la anulación de los contratos petroleros.

Esta anulación constituía uno de los aspectos más controver​tidos de la Plataforma de la UCRP. Illia “hizo del nacionalismo petrolero la piedra fundamental del su política de gobierno”, señala Solberg (1982).

La actitud que finalmente tomaría el gobierno había desper​tado una gran expectativa, ya que muchos sectores económicos pensaban que no se llegarían a anular debido a las presiones norteamericanas1. En el discurso inaugural de su mandato, Illia confirmó la posición sustentada en la campaña electoral. “Los contratos que fueron suscritos a espaldas de la ley y de los intereses económicos del país serán anulados” e YPF seguiría siendo “la entidad rectora de nuestro desarrollo energético” (Illia, 1963). En este plano Illia retoma tos planteos que ya había realizado el bloque de Diputados de la UCRP en ocasión del debate de la ley Nº 14.735 y la tradición de defensa del petróleo del propio Sabattini2.

El 15 de noviembre de 1963 los contratos relativos a la exploración y explotación de petróleo suscriptos por YPF entre el 12 de mayo de 1958 y el 12 de octubre de 1963 fueron declarados “nulos de nulidad absoluta, por vicios de ilegitimidad y ser dañosos a los derechos e intereses de la Nación” por Decreto Nº  744/63.

En el mismo decreto del Poder Ejecutivo se fundamentan las razones de esta medida. Uno de los principales argumentos sos​tiene que el “pueblo de la República manifestó en las urnas su rechazo” a los contratos. “Esta nulidad asume para el PE una proyección de alcance histórico, pues hace al signo argentino de su mandato y al escrúpulo ético con que deben ser cumplidos los deberes del Estado”, continua el decreto mencionado.

Los antecedentes doctrinarios de la medida no se disimulan en dicho decreto. El gobierno de Illia al defender esta política de petróleo cree ser “fiel en ello al pensamiento del Gral. Mosconi” y leal a “la trascendente concepción del presidente Hipólito Yrigoyen”, el cual se había planteado este tema “no sólo como un aspecto del crecimiento de la riqueza nacional sino como una afirmación emancipadora del hombre argentino en su capacidad de creación”3.

En el decreto se detalla en forma exhaustiva todos los vicios formales que, a través de figuras jurídicas, encubren verdaderos contratos de concesión. Estos contratos, señala el decreto, resul​tan “onerosos e inconvenientes para la Nación” a la vez que despojan a YPF de “sus mejores reservas, fruto de 50 años de labor fecunda al servicio del país”.

El carácter oneroso incluía que el precio del petróleo crudo extraído, no se fijaba en base a los costos de producción sino al precio internacional. Además no había límite para el alcance de la apropiación privada de los yacimientos que se descubrieran en el futuro.

La postura del gobierno en materia energética no se basaría “casi con exclusividad en el consumo nacional de petróleo” ya que se consideraba más importante la “prosecución e iniciación de proyectos hidroeléctricos” (Illia, 1966). Consecuente con esta postura, la Ley N9 16.882 iniciativa del Poder Ejecutivo, aprobada pocos días antes del golpe proveía los fondos para llamar a licitación para la construcción del complejo Chocón - Cerros Colorados.

La política monetaria se inició en diciembre de 1963 cuando se liberaron las condiciones de efectivo mínimo con el objetivo de prestar apoyo crediticio especial y selectivo a las industrias ma​nufactureras que trabajaran con bajos contenidos de insumos importados y con alto coeficiente de ocupación de mano de obra. Se pretendía, de esta forma, impulsar los primeros síntomas de reactivación que ya habían comenzado a desarrollarse antes de la asunción de Illia.

Para permitir que el BCRA pudiera ampliar su capacidad crediticia, el Poder Ejecutivo envió a fines de 1963 un proyecto de Ley por el cual se reformulaban los artículos 27 y el 49 de la Carta Orgánica del mismo. El Congreso la aprobó rápidamente con el Nº 16.452. Esto permitió al Banco Central realizar adelan​tos de Tesorería del 30% con carácter permanente y ampliar el margen de colocación de títulos en cartera del BCRA, que antes era del 10% y que, gracias a la Ley, se extendía al 25%.

El BCRA realizó durante 1964 una expansión de los medios de pago del 39,9% con respecto al año anterior. Este fuerte crecimiento fue acompañado de un aumento de los precios indus​triales del 26,2% en 1964. La intención original del BCRA era que la mejor utilización de la mano de obra y el uso más racional de los equipos se tradujeran en incrementos de productividad y no de precios. Se esperaba que las empresas ante la recuperación de la demanda decidieran orientar su acción hacia la recuperación de los niveles de actividad antes que al mejoramiento de los márgenes de beneficio. El BCRA (1964) explicaría este desborde inflacionario sobre la base del carácter no competitivo de los precios, que comenzaba a tomar la mayoría de los productos industriales.

En el segundo semestre de 1964 se incrementó el encaje legal para contener el ritmo expansivo de la economía que ya se comenzaba a reflejarse en aumentos importantes de precios. Los bancos presentaban una holgada posición de liquidez. Esta posi​ción era resultado del volumen de recursos generados, durante 1964, por la venta de la excelente cosecha de granos. La expansión de la liquidez secundaria fue notable, debido a la política crediticia que acentuaba la difusión de Cuentas de Ahorro en zonas agro​pecuarias.

Pese a las crecientes críticas de la prensa especializada frente a esta política monetaria expansiva, hay que mencionar que la creación de medios de pago, si bien había sido mayor en 1964 que en 1963, el ritmo de incremento del índice de Precios Mayoristas había resultado menor4.

En el mensaje presidencial del 1º de mayo de 1965 Illia anunciará que si “en 1965 nos proponemos continuar con el crecimiento económico y evitar nuevas crisis, no es posible seguir la misma política que en 1964” (Illia, 1965). En el mismo discurso se anunciaran reajustes de las tarifas para recomponer los ingre​sos fiscales y la decisión de disminuir la emisión neta con destino a la financiación del déficit público.

En 1965 la economía siguió su ritmo expansivo. El programa de acción para ese año preveía un incremento del PBI del 6%, un aumento de precios del orden del 20% y de los medios de pago del 26%. El aumento nominal de salarios previsto era del 23%. El crecimiento real de estas variables fue mayor al estimado a principios de año, menos para el aumento de los medios de pago, variable que se mantuvo en el ritmo de incremento previsto. Las empresas debieron utilizar con mayor intensidad los recursos monetarios.

La contención monetaria se realizó neutralizando la creación de medios de pago originados por el sector externo. Se reimplan​taron los depósitos previos de importación con el fin de inhibir maniobras especulativas. El desborde monetario, pese a estos esfuerzos, fue producido por las crecientes necesidades de finan​ciamiento de la Junta Nacional de Granos. El Estado debió hacer frente a un compromiso extraordinario originado por la comercialización de la exitosa cosecha de trigo, la JNG debió absorber el excedente no colocado en el mercado interno y exter​no.

Durante el período 1963 - 1964, el déficit fiscal fue la principal fuente de expansión de la Base Monetaria; proceso que se revirtió en 1965 donde lo fueron las operaciones realizadas por el sector externo.

El BCRA adoptó para frenar las expectativas inflacionarias, a mediados de 1965, una política contractiva que se hizo sentir al sector privado. El gobierno había resuelto no recurrir a la financiación inflacionaria del déficit, según lo había anunciado el Presidente. La Tesorería desde abril de 1965 no recurrió al Banco Central. Esto originó algún atraso en el pago a proveedores del Estado, lo que fue agigantado por la prensa económica especiali​zada5. Los empresarios que venían criticando la “política inflacio​naria” del gobierno comenzaron a sentir los efectos de la política reclamada. La iliquidez se hizo sentir intensamente en el primer semestre de 1966, mejorando la situación a mediados de ese año.

El programa económico para 1966 enunciado a fines de 1965, estimaba una expansión monetaria del 18%, del salario del 15% y de los precios del 12%.

La puesta en marcha de la política fiscal sería más difícil de lograr, ya que cuando el gabinete de Illia se hace cargo de la conducción del aparato estatal, “el déficit había alcanzado propor​ciones que hacían imperioso procurar su reducción” (BCRA, 1963).

En 1962 el déficit total había llegado al 5,6% del PBI. Sin embargo, durante el primer año de gestión de Illia este porcentaje se incrementó al 6,3%. A fines de 1963 la situación de la Tesorería era pésima, los sucesivos planes de estabilización habían generado una situación de grave liquidez en el sector público. Desde fines de 1960 era creciente el volumen de adeudado a contratistas y proveedores del Estado. Durante 1962 fue práctica frecuente la postergación del pago de sueldos, jubilaciones y pensiones.

La necesidad de afrontar estos atrasos explica la decisión que tomó el Poder Ejecutivo de ampliar la capacidad crediticia del BCRA. Una de las primeras medidas adoptadas fue la poner al día las cuentas públicas a costa de un incremento del déficit del erario.

En el año 1964 la debilidad del sistema fiscal se expresó en el deterioro de los recursos corrientes, mientras que los gastos de Consumo e inversión se mantuvieron constantes6. El BCRA (1964) consideraba este hecho “imputable a un régimen impositi​vo cuya aplicación no ha sido eficiente durante los últimos años. Además, la existencia de lapsos prolongados entre la fecha que devenga el gravamen y la de su percepción da lugar, en períodos de inestabilidad monetaria, a desajustes adicionales, por el hecho de que mientras los ingresos correspondan al nivel de precios del período anterior, los gastos están afectados por un nivel de precios superior.7 

 La situación financiera del Sistema Nacional de Previsión Social, que hasta 1958 había actuado como ahorrista neto del sistema - 3% del PBI  promedio - siguió siendo deficitario. La recaudación previsional, sin embargo, creció entre 1963 y 1964 un 73,4%, debido a un mayor contralor de las empresas por el Estado. Esto permitió mejorar los haberes mínimos jubilatorios8.

En marzo de 1965 la conducción económica volvió a plantear la necesidad de realizar una “rígida política de ajuste” (BCRA, 1964). Así, los ingresos corrientes de Tesorería se incrementaron un 10% real con respecto a 1963, mientras que en términos reales los gastos se mantuvieron iguales. La composición del gasto muestra que, pese al estancamiento de las recaudaciones, se incrementaron un 34% las transferencias a las Provincias y em​presas públicas, para financiar el déficit de explotación y los planes de inversión. El 60% de ese gasto correspondió a Ferrocarriles Argentinos.

El Secretario de Hacienda García Tudero analizaría el com​portamiento del sistema tributario argentino ante legisladores nacionales9. Desde 1956 la participación en el total de los impuestos directos pasó del 49,0% al 25,9% en 1962. Esto hablaba, según el Secretario, de la inequidad del sistema que se pensaba transformar.

Las modificaciones tributarias propuestas por el PE al Con​greso tendían a incrementar la imposición al consumo suntuario, se eliminaban exenciones, se cargaban actividades agropecuarias con nuevos impuestos y se derogaban desgravaciones por incre​mentos de capacidad productiva. Además de la reforma fiscal propuesta, el Congreso derogó la Ley Nº 11.683 del año 1933 que consagraba el secreto fiscal en las declaraciones patrimoniales. El Congreso apoyó estas medidas, pero no accedió a volver a refor​mular la Carta Orgánica del BCRA.

En 1965 se redujo el desequilibrio del Tesoro al 3,4% del PBI. Un notable descenso con respecto a 1964. En 1965 los gastos del Tesoro se incrementaron un 30,3% más que en 1964, mientras que los ingresos lo hicieron un 8 1,4%. Esto se explica por las reformas comentadas más arriba que se plasmaron en la Ley Nº 16.656 (modificación del Impuesto a los Réditos) y la N2 16.657 (creación de Impuestos al Consumo de Combustibles Líquidos y reducción de los plazos para el pago de tas cuotas de las obliga​ciones tributarias). El impuesto a los réditos incrementó su recau​dación en un 115,2%, el de las ventas un 61% y el del comercio exterior un 54% en dicho año.

El Presupuesto de 1966, presentado a fines de 1965 y que no se llegaría a aprobar, tendía a favorecer el proceso de estabiliza​ción progresiva del ritmo de la inflación y la participación del Estado dentro del programa de inversiones aprobado por el CONADE. Preveía una disminución del déficit, sólo aumentos moderados de salarios y mayores impuestos al consumo suntua​rio. El ritmo de crecimiento de la economía no seguiría el de los dos años anteriores. En el proyecto ya se admitía que la capacidad ociosa del aparato productivo se había reducido. “Se procuraría comenzar un proceso de crecimiento ordenado y metódico”, esta​blecía el proyecto de ley. A principios de marzo de 1966 la Cámara de Diputados rechazó la propuesta de reforma tributaria elevada por el Ejecutivo junto con el proyecto de ley de Presupuesto. A días del golpe los bloques de oposición crearon así un nuevo obstáculo para el  financiamiento del Tesoro. Se debieron aumentar tarifas y tasas y se debió recurrir a la prórroga del Presupuesto de 1965, conforme al art 13 de la Ley de Contabilidad.

Durante el período 63/66 las empresas públicas no pudieron resolver sus problemas presupuestarios ya que no se pudieron controlar en forma efectiva por el poder central. Este, tal vez, fue uno de los más graves problemas que el equipo económico no pudo resolver.

Los ingresos del sector público vía tarifas han sido analizados por Nuñez Miñana y Porto (1976). El nivel general de las tarifas públicas en números índice, fueron:

	1963
	7,2

	1964
	8,8

	1965
	9,6

	1966
	9,3


Como se observa los niveles tarifaríos fueron levemente crecientes, ya que desde el gobierno se era partidario del ajuste gradual frente a la recomposición abrupta de los mismos. Esta política produjo inconvenientes con los organismos internaciona​les. En diciembre de 1963, el Secretario de Energía Sábato denegó un incremento de tarifas de energía eléctrica para SEGBA. Esto provocó una ruptura inicial con el BIRF a comienzos de 1964, debido a que este organismo le había otorgado a SEGBA un crédito de u$s 95 millones. Este crédito estaba destinado a la termousina Costanera Sur y a la red de distribución en alta y baja del Gran Buenos Aires. El BIRF luego encontrara reparos en los proyectos de financiación de grandes proyectos hidroeléctricos, como Salto Grande y el Complejo Chocón-Cerros Colorados10.

La empresa más deficitaria durante este período fue Ferro​carriles Argentinos. Según señalara el ministro Blanco11, al asu​mir el gobierno, el estado de la empresa era sumamente grave. Como ejemplo destacó que el 75% de los vagones se encontraban parados y fuera de uso, igual que el  80% de las locomotoras a vapor. La mitad de las 800 máquinas diesel se encontraban en igual estado. Finalmente se habían comprometido operaciones de importación sin contar con las divisas necesarias y se tenían los talleres ferroviarios parados.

El control de gestión de las empresas públicas no fue muy fácil de realizar por el poder central. Se dictaron varios decretos que tratarían de racionalizar tanto la información como la aplicación de normas contables. El decreto 2573/65 fijaba normas para la racionalización de las Cuentas de las empresas. A la Sindicatura General creada en 1961 se le extendió su nivel de actuación y atribución a todas las empresas del Estado por Decreto Nº 5610 de julio de 1965.

El positivo Balance Comercial de 1963 era resultado de una cosecha excepcional, fruto de condiciones climáticas favorables y de una mejora relativa de los precios internacionales. Por ello se hizo firme en el gobierno la idea de implementar medidas para que el desarrollo agropecuario descansara sobre bases más fir​mes.

A fines de 1963, como la deuda externa exigible para diciem​bre de ese año era de u$s 3.872 M. y los vencimientos se agolpaban “desmedidamente en 1964, 1965 y 1966” según el BCRA (1964) -debido a la adquisición de equipos y deuda financiera- se toma​ron una serie de medidas restrictivas. En noviembre de 1963 con el propósito de economizar divisas se suspendió la importación de artículos prescindibles o que la industria nacional pudiera proveer sin dificultad.

Durante 1964 se mantuvo el mercado único de cambios, sin restricciones cuantitativas. Se implantó un severo régimen que sujetaba la aprobación del BCRA al cumplimiento de rígidas condiciones de legitimidad para la transferencia al exterior por reembolsos de capital y sus rentas, fletes, pasajes, comisiones y seguros. El BCRA había “estimado prudente que las contratacio​nes de bienes de capital encuadradas en el programa de desarrollo se efectúen a plazos que consulten la capacidad externa de pagos, y que las primeras amortizaciones no se iniciaran antes de 1967” (BCRA, 1964)12.

Illia (1964) había manifestado la intención de “programar el uso de las divisas y asegurar que ellas no se malogren en alimentar la fuga de capitales y la especulación”.

Consistente con la política fijada por el gobierno que era la de eliminar todas las actividades que permitieran aprovechar márgenes de especulación con un bien tan escaso como la divisa, en el mes de abril de 1964 el BCRA dispuso la liquidación de las cuentas en moneda extranjera. Una típica maniobra especulativa se daba así por terminada. Como explica Elizalde (1986): “la gente los había constituido (a esos depósitos) con pesos argentinos contabilizándolos en los libros como moneda extranjera. No nos engañemos no eran dólares que habían entrado y estaban depo​sitados”. Esta medida fue virulentamente atacada por el establishment13. En la misma fecha se modificaran los plazos para ingre​sar divisas provenientes de exportaciones y se prohibirán ciertas operaciones financieras para impedir retenciones indebidas u especulativas. Esta obligación de negociar las divisas a 10 días de producido el embarque generó un fuerte rechazo empresario, sector que estaba acostumbrado a retener divisas para presionar en favor de devaluaciones de la moneda nacional.

El programa de restricciones al manejo de divisas contempla​ba dos objetivos. Uno era el de poder afrontar los compromisos externos sin tener que acudir al FMI, para así fortalecer el crédito del país en el exterior, y poder acceder a financiamiento para la ejecución del Plan. El otro era el de asegurar el abastecimiento de materias primas necesarias para la reactivación industrial.

Eugenio Blanco explicaría la decisión del gobierno: “si el Balance de Pagos de 1964 se cumple y las posibilidades de los Balances de los años 1965, 1966 y 1967 nos permiten atender nuestra deuda externa, preferimos abonarlas, para luego atender las deudas emergentes del Plan Nacional de Desarrollo. Por el momento, la Argentina no tiene pensado realizar ninguna clase de operaciones de préstamos con el exterior”14.

La política de ajuste cambiario fue gradualista y se realizó a través de lo que posteriormente se conocería, por el FMI, como “crawling peg pasivo”. Esta política iba permitiendo la deprecia​ción de la moneda de acuerdo con las necesidades de emisión monetaria derivadas del déficit fiscal, ajustada a la inflación de los principales socios comerciales del país. Esta política devalua​toria permitió realizar un ajuste suave de las expectativas infla​cionarias internas. El peso fue devaluado un 14% en 1964, un 26% en 1965 y un 31% en 1966. En todo el período analizado se realizaron nueve mini devaluaciones.

Esta política fue muy criticada en el momento de su aplica​ción. La crítica se realizaba través de la prensa especializada15, desde donde se exigía al gobierno una gran devaluación como la de Pinedo en 1962. Esta prensa se referiría, en forma permanente, a Elizalde como el “jactancioso presidente del BCRA” que no acepta las recomendaciones del FMI de proceder a una gran devaluación. El crawling peg que más tarde se reivindicaría como una estrategia adecuada por el FMI y la literatura económica, era descalificado por los economistas ortodoxos. “Tanto la citada entidad (por el BCRA) como el CONADE se han mostrado partidarios de una acción escalonada de sucesivas devaluaciones ‘por etapas sucesivas’; lo cual es, sin duda alguna, lo opuesto a una buena política cambiaria”16. Ante las presiones a favor de una maxidevaluación, Roque Carranza pedirá que no se muestre lo realizado por Pinedo como la estrategia correcta. “Aquello (estu​vo) vinculado con el mercado de cambios”, sostendrá17.

En 1965 el superávit comercial fue de u$s 300 M. cifra insuficiente para afrontar todos los vencimientos financieros. Con el fin de mantener la política de Reservas del BCRA, se iniciaron gestiones ante el Club de París18. El objetivo buscado era no sacrificar los valiosos activos externos del país, pero sin aceptar firmar una “carta de intención” al Fondo Monetario. Así a fines de 1965 se obtuvo la postergación de las deudas exigibles para el período con el FMI, la banca privada, el BIRF y otros organismos por u$s 115 M. Para mejorar la información con que contaba el Estado para negociar, se había dictado en enero 1964 el Decreto Nº 1.030 por el cual se ordenaba centralizar toda la información sobre compromisos contraídos con el exterior, por la Administra​ción Pública.

La estrategia discutida con el BIRF y el FMI durante la renegociación de la deuda pasaba por la receta clásica: disminuir el déficit de las empresas públicas, contener por vía monetaria el incremento de precios y controlar los aumentos saláriales permi​tiendo sólo aumentos por productividad. Esta tesis no era com​partida por el gobierno. Por tal razón, sólo se renegociaron vencimientos y no hubo mayores compromisos por parte del gobierno19. Luego del 6 de octubre, que había finalizado el último stand-by, no se hizo uso de los fondos del FMI limitándose el gobierno a realizar los reintegros pertinentes.

Con respecto a la política que aconsejaba el FMI, el ministro Blanco sostendría que “el gobierno argentino considera que no puede someter a la economía a tan drástica contracción ni com​prometer los planes de desarrollo y el crecimiento sostenido del PBI20. La relación con el FMI era planteada en términos claros por el equipo económico, pese a ello el Informe de fines 1964 de ese organismo reconoce los logros obtenidos por el gobierno con su práctica intervencionista y planificadora21. La misma prensa especializada acicateaba las diferencias con el Fondo, señalando de manera reiterada que las posiciones del gobierno “pueden interpretarse como un desafío al FMI”, lo cual significaba “opo​nerse al correcto manejo del sector externo de la economía”22.

La cuestión de la inflación, si bien es cierto que no constituyó la preocupación central del equipo económico, no por eso dejó de ser un tema de agitación permanente. La política expansiva de crédito había incidido sobre las expectativas inflacionarias y pese a que durante los años 1964 y 1965 los niveles no fueron altos para la tendencia histórica, en el momento los niveles alcanzados eran vistos como explosivos.

El diagnóstico que hacía el equipo económico para la política antiinflacionaria, descansaba sobre la hipótesis de que eran las mayores variaciones en los precios relativos las que generaban tasas de inflación más elevadas y sobre el riguroso control de la fijación de los precios. Los precios al ser -en un sentido amplio-la expresión central de los ingresos de cada sector social, miden en cada coyuntura los modos de relación entre los distintos sectores y grupos sociales. En esta interpretación toda alteración de los precios relativos esconde un cambio en la distribución del ingreso.

El instrumento con que se trabajó para la primera hipótesis fue el crawling peg y el ajuste lento y progresivo de las tarifas públicas.

Para el control de precios se utilizó la Ley Nº 16.454, llamada “Ley de Abastecimiento”. En el mensaje de la Ley, el P.E. consi​deraba que el incremento de los precios “no es consecuencia de factores reales con incidencia en los mismos, sino producto de medios artificiales imputables a la especulación y a la intermedia​ción onerosa”. Posteriormente se dictarían decretos reglamenta​rios y se declararía por Ley que el país estaba en “emergencia económica”. Esta legislación tenía su origen en la llamada “Ley de Agio y Desabastecimiento” de la época peronista.

La dificultad encontrada de controlar las relaciones de pre​cios se explicaría más tarde por las particulares condiciones económicas que comenzaban a desarrollarse en este período. Azpiazu et al. (1987) identificarán a este período como el comien​zo del sistema de fijación de precios en términos oligopólicos por parte de las grandes empresas industriales.

El pensamiento ortodoxo señalará, ante la nueva legislación, que “no dejaría de resultar una singular paradoja que la derrota revolucionaria del peronismo, se viera neutralizada por el triunfo de sus concepciones económicas”23. Además, ante el avance de la legislación regulatoria se señalará que el congelamiento de pre​cios propuesto por el gobierno “constituye el más serio avance que se haya realizado hasta ahora sobre la economía privada”24.

Pero en el tema precios el problema fundamental que debió enfrentar Illia fue el de la carne, elemento esencial dentro de la dieta alimentaría argentina. Las causas de la fuerte recomposi​ción del precio de esta fueron varias. Por un lado, la disminución de los planteles de ganado, por otro, los aumentos del precio de internacional de la carne y, por supuesto, la recuperación del poder adquisitivo de los asalariados. En 1963, producto de la fuerte sequía de principios de ese año, las existencias de ganado vacuno no llegaban a los 41 millones de cabezas, cuatro años después las existencias se habrían recuperado un 25%. Durante el período crítico de la recuperación del precio, el gobierno debió apelar a medidas de restricción del consumo. Así se debió obser​var veda dos días por semana. Reca y Gaba (1973) señalan lo acertado de esta medida que permitió reducir el consumo interno en un 10%. A fines de 1963 se debieron limitar en forma estricta los volúmenes de carne disponibles para exportar. No existía política alternativa que tomar, una vez que se hubieron limitado las exportaciones, ante la inelasticidad típica de este producto en el corto plazo25.

A principios de 1964 el Ministro Blanco anunciará, en un intento por resolver el problema, que los frigoríficos habían llegado a un acuerdo con la Municipalidad de Buenos Aires y el Gobierno para entregar el 15% de la producción al precio de costo con destino a la población del Gran Buenos Aires. En julio de ese año debieron instalarse puestos de venta en la calle para sostener el precio de la carne de 690 m$n por Kg. Ninguna de estas medidas pudo contener el avance de este precio, con su consiguiente impacto negativo sobre el consumo popular.

Para sostener el ritmo de exportaciones no tradicionales el gobierno adoptó diversas medidas de promoción. Se desarrolló un régimen de reintegros de impuestos internos, de derechos y recargos pagados por la materia prima y componentes importados -derecho de “draw back”-. Se abrió una línea de redescuentos para exportadores no tradicionales en el BCRA. En 1963 se implemen​tó una línea de crédito anual, por el 60% del valor FOB de estas exportaciones. Este crédito era en realidad un subsidio, dada la tasa altamente preferencial que se otorgaba. Entre 1963 y 1964 se autorizaron créditos por u$s 16 M., más de la mitad de esta suma sería destinada a financiar exportaciones de bienes de capital. En Eriksson (1970) se encuentra una descripción de las medidas de política de promoción implementadas.

Estas medidas se combinaron con una agresiva política de exportaciones que llevó a principios de 1964 a vender cereal a China Popular por medio de la Junta Nacional de Granos. Vale la pena destacar las implicancias ideológicas de esta medida. En aquellos años de “guerra fría”, donde todavía no se había produ​cido el cisma Chino-Soviético, dicha política comercial revelaba una importante cuota de autonomía. Si bien Australia, para la misma época, también exportó cereal a China Popular, el caso argentino parecía revelar mayor osadía26.

Esta operación fue muy criticada por el establishment. El organismo oficial encargado de la venta, la Junta Nacional de Granos, dada la característica especial del país demandante ofre​ció el producto a un precio superior al del mercado internacional. Una vez conocida la decisión de comerciar con China las empresas Dreyfus et Cie. y La Plata Cereal se lanzaron detrás del gobierno chino con el fin de colocar ese mismo producto pero a un precio más bajo. Como la Junta se había adelantado, el gobier​no fue tildado de pretender volver a la “tercera posición de Perón”27.

En el enfrentamiento desatado entre el gobierno y las grandes casas comercializadoras de granos, el ministro Blanco sostendrá que “al gobierno le interesa fundamentalmente que el producto internacional vaya, si es posible en su integridad, al productor argentino”. Defendiendo la venta a precios especiales dirá que los créditos de la JNG “van en beneficio de éstos y no en beneficio de ciertos sectores que tienen por objeto comercializar la cosecha perjudicando a los verdaderos productores del país”28.

En estas medidas se respiraba el espíritu que Prebisch estaba difundiendo desde la CEPAL. Este era el de ampliar los merca​dos, especialmente con los de “economía centralmente planifica​da”, a fin de compensar la caída tendencial de los precios de las materias primas. En 1964, antes de  la. Conferencia Internacio​nal de Comercio y Desarrollo organizada por Prebisch en Gine​bra, los representantes de los países menos desarrollados se reunieron previamente en Alta Gracia, Córdoba para fijar una posición común. Esta iniciativa argentina, reafirmaría el no ali​neamiento en materia de comercio exterior y el reclamo por mejores precios para las materias primas29. En la Conferencia de Comercio y Desarrollo de marzo de 1964 Prebisch desarrolla​ría una importante defensa teórica de estas posiciones.

En, cuanto a la política industrial la gestión sobre promoción industrial de Frondizi había inducido el transplante al país -sin restricciones- de una combinación de factores diseñados en fun​ción de las condiciones prevalecientes en economías con precios relativos y tamaño de mercado distintos a los existentes en Argentina (Sourrouille, 1978). Esto se reflejaría a partir de 1963, en que las salidas por utilidades y dividendos superaban las entradas por inversiones directas. Portnoy (1980) afirma que la política adop​tada entre 1958 y 1962 generó una “sangría de divisas”. Ello explica el crecimiento sideral de la deuda externa, que en 1962 era igual al triple de las exportaciones anuales del país, mientras que diez años antes era sólo la mitad de las exportaciones anuales.

Desde el punto de vista de la industria manufacturera el año 1963 fue un período poco normal, tal que es el de mayor desvío con respecto a la línea de tendencia entre 1935 y 1978, según mediciones realizadas por Sourrouille (1980).

En 1963 el gobierno estimó prudente que las contrataciones de bienes de capital encuadradas en el programa de desarrollo se efectúen a plazos que consulten la capacidad externa de pagos, de manera de poder regular la salida de divisas, obligando a las principales empresas a confeccionar un programa anual de utili​zación de divisas.

En el sector industrial se aplicaron fuertes regulaciones, especialmente a dos sectores muy importantes: el farmacéutico y el automotriz.

Una de las cuestiones más importantes que debió atender el gobierno de Illia fue la relación entre la demanda de los consumi​dores y la práctica corriente de las empresas trasnacionales que se habían instalado en la Argentina luego de la caída del peronis​mo. La ‘práctica asumía que el Estado no intervenía más que en mínimos aspectos legales y formales, dejando el resto de las decisiones en materia de precios y producción en manos de las empresas. Un caso característico lo constituía la industria farma​céutica.

La Ley Nº 16.462 -llamada Ley Oñativia- fijaba una serie de reglamentaciones que debían cumplir las empresas farmacéuticas. Esta regulación atendía a la situación particular de esta industria que posee características de integración internacional tan particulares y que escapan al control de los países subdesarro​llados. Por dicha ley se congelaban los precios de los medicamen​tos a los que regían a fines de 1963, se fijaban límites para los gastos de propaganda que podían realizar las empresas y a la distribución de muestras gratuitas. Se imponían severos límites a la posibilidad de realizar pagos en concepto de regalías, así como cualquier otro tipo de remesas al exterior en concepto de compra de insumos. La reglamentación de la ley mediante el Decreto Nº 3042/65 fijaba no sólo el congelamiento de los precios sino también la obligación de presentar declaraciones juradas de for​mación de costos, además de obligar a formalizar por instrumento público todos los contratos de regalías existentes, aún los anterio​res a la promulgación del decreto.

A fines de 1964 Illia había sancionado el Decreto Nº  9679/64 por el cual se creaba una Comisión para dictar autorizaciones y habilitaciones, en la cual se debían reinscribir cada producto a fin de ser considerado como especialidad medicinal o como medica​mento industrial.

El tema de las regulaciones a esta industria ya había tenido gran resonancia en Estados Unidos en el año 1962. Allí se habían producido una serie de escándalos en esta materia. Una investi​gación parlamentaria conmovió a la industria farmacéutica al dar a luz los aspectos negativos de esta actividad productiva. El resultado de la investigación y su impacto sobre la opinión pública dio origen a la sanción de la enmienda Kefauver - Harris y a la instrumentación de controles de producción y precios más severos por parte de la “Food and Drug Administration”.

Como uno de los sectores que más divisas demandaba para su normal actividad era la industria automotriz -instalada durante el gobierno de Arturo Frondizi-, la mayor parte de las reglamentaciones y regulaciones se ocuparon de este tema. Por Decreto N9 5978/64 se aplicaron restricciones ala cantidad de divisas que esta industria podía enviar al exterior en calidad de remesas. Por Decreto Nº 43 67/65 se introdujeron limitaciones en el porcentaje de insumos importados que podía tener cada automotor. Se fijaban, además, normas de control para la utilización de divisas en este industria para abastecerse de insumos y se regulaba la producción anual de automotores. Desde la Secretaría de Indus​tria no se autorizaría la introducción de modelos de lujo, que como el Ford Fairlane debieron esperar la llegada de Onganía para aparecer en el mercado argentino.

En 1964 se dictaron dos decretos de promoción industrial; el Nº 3113 reglamentario de la Ley Nº 14.78 1 declaraba como actividades promovidas a la industria siderúrgica, la petroquímica y la celulósica. Esta norma combinaba estímulos sectoriales y regionales y hacía participar de la selección de proyectos al BCRA y al CONADE. EJ Decreto N2 3432 determinaría los alcances de estas normas para la región patagónica.

La intención de la política oficial en materia de comercializa​ción de la producción agropecuaria había quedado expuesta por el Ministro Blanco en febrero de 1964. Se prefería garantizar precios a los productores antes que a las empresas comercializa​doras.

El equipo económico era consciente de que debían tomarse medidas para hacer permanente el salto en productividad ocurri​do durante la campaña 1963/64 (BCRA, 1964). El ministro Blan​co anunciaría públicamente su decisión de priorizar “la tecnifica​ción masiva de la explotación agropecuaria”30. Se descartaban las transferencias masivas de ingresos al sector, a través de devaluaciones y se confiaba en crear estímulos crediticios para impulsar la capitalización intensiva del sector. Además se trabajaría con la idea de implementar el Impuesto a la Renta Normal Potencial de la Tierra, que reemplazaría imposiciones de tipo regresivas.

A fines de 1963 se implementó un régimen de préstamos para la tecnificación agropecuaria desde el Banco Nación y el BID. Se pretendía que la masa de recursos que tenía el sector debido a los mayores ingresos de ese año no se dilapidará en consumo suntuario, sino que se convirtiera en inversiones para el mismo sector. Durante 1964 el Banco Industrial otorgó múltiples líneas de financiamiento para la actividad pesquera y lechera; así como para la realización de tareas de cultura en el Alto Valle del Río Negro para impulsar la exportación de manzanas. En 1965 se dispuso otra línea de crédito destinada a financiar un plan de praderas consociadas perennes para recuperar planteles ganade​ros y para construcción de silos en chacra y de elevadores de campaña.

Una de las ideas que no se pudieron llevar a cabo, pese a que fue expuesta en varias oportunidades por el Secretario de Agri​cultura y Ganadería Kugler, fue la de concretar el Impuesto a la Renta Normal Poténcial de la Tierra. En 1965 el Secretario Kugler anticiparía elementos que comprendería este nuevo impuesto. “El régimen de tributación agraria constituye un poderoso instrumen​to que adecuadamente orientado puede convertirse en uno de los factores decisivos del ansiado aumento de la producción rural”, expresó Kugler en 1964 refiriéndose a este proyecto (Sanchez, 1983). Los aspectos instrumentales de esta política incluían la realización de un relevamiento catastral agrario, única base téc​nica que permitiría establecer este sistema de imposición. A partir de este relevamiento,. se identificarían zonas homogéneas por aptitudes productivas. Hasta contar con esta información técnica se preveía implementar un régimen transitorio de imposición en el cual la renta neta potencial se determinaría en forma más simple31.

Debido a la fabulosa cosecha de fin de 1963 los sectores vinculados a la actividad urgieron al gobierno la liberación de las exportaciones de cereal. Atento al efecto inflacionario que esto podía acarrear el Ministro Blanco anunció que “no se exportará un grano de trigo, si no hay pan, y no habrá un kilo para exportar si no se cubre el mercado interno”32. El consumo interno era estimado por el CONADE en 3 millones de Tn. y su normal abastecimiento constituía un objetivo del gobierno, muy impor​tante este para su estrategia de recomposición de ingresos de los sectores populares. El pensamiento ortodoxo y conservador reac​cionará ante estas medidas calificándolas como la intención de crear un nuevo IAPI. Además el Secretario Kugler, a principios de 1966, había anunciado su posición favorable a la “comercialización centralizada mediante agencias y organismos gubernamen​tales”33.

Durante el. gobierno de Illia se prorrogaron en varias oportu​nidades los contratos de arrendamiento y  aparcerías rurales. Así, en 1964 se lo hizo por la Ley N9 16.445 y 16.655, en 1965 por Ley Nº 16.676 y en 1966 por Ley Nº 16.683. Esta última, llamada Plan de Transformación Agraria, daba facilidades crediticias e impo​sitivas para la adquisición de tierras por parte, de los locadores de los contratos prorrogados.

Una síntesis de la política de ingresos de Illia puede hallarse en los fundamentos de la Ley Nº 16.459, instrumento utilizado para sostener e incrementar el salario real. Compromiso que surgía de la sanción del artículo 14 bis de la Constitución votada en 1957.

La ley definía las condiciones de vida mínimas a las cuales debía acceder cualquier asalariado y era general a todas las actividades de la economía, ya que alcanzaba hasta al trabajador agropecuario. Creaba el Consejo de Salario Mínimo, órgano de aplicación de carácter tripartito. El artículo 10 de la ley permitía modificar el salario antes del vencimiento del plazo anual del ajuste, cuando el incremento de los precios al consumidor superara el 15% en un período mayor a 180 días. Es decir, creaba mecanismos de defensa del nivel adquisitivo del salario, frente a escaladas inflacionarias.

Según reconocerá más tarde Illia, esta ley se inspiraba en el Instituto Nacional de Remuneraciones. Creado por Perón antes de las elecciones de 1964, pero “que había quedado en el papel”, según Illia (Troiani, 1982).

Illia a comienzos de 1966 reglamenta por Decreto N9 961/66 la Ley Nº 14.445 de Asociaciones Profesionales, sancionada du​rante el gobierno de Frondizi. Esta norma, si bien mantenía una CGT única, dejaba la distribución de los fondos sindicales a repartir entre la Central, la Federación y el sindicato de base. Además se incluía el principio de las representaciones por mayoría y minoría en las elecciones dentro de los gremios. Para Illia el Decreto tendrá como objetivo “hacer efectiva la democracia in​terna” dentro de los sindicatos.

Sin embargo, la ley más problemática será la Ley N9 16.881 sancionada por iniciativa del diputado Pena de la UCRP, que modificaba a la Ley N0 11.729. Esta ley generaba según los empresarios “un efecto corruptor sobre la moral de trabajo” sancionada gracias a la creación de “un frente común de la demagogia”, que incluía a peronistas y radicales34.

La misma aumentaba los niveles de indemnización y garanti​zaba la fuente de trabajo para los asalariados que se plegaran a una huelga. Días antes del golpe y en respuesta a la presión empresaria Illia vetaría en forma parcial algunos artículos, por considerar que ley “desborda el primitivo propósito” (Decreto Nº 3643/66). Esta concesión, no tuvo mayor efecto sobre el ánimo golpista además de resultar inconstitucional, según resolvería más tarde en una acordada la Corte Suprema.

Para el largo plazo, el objetivo del gobierno al encarar la realización del PND sería el de poder contar con instrumentos de planificación para que, Juego de cumplida la primera etapa de reactivación, se pudiera ordenar y coordinar medidas económicas a fin de poder sostener - en el tiempo- el ritmo de crecimiento de la economía. Se trataría, según Elizalde (1986), de “contar con un calendario ordenado de todas las inversiones”.

Illia (1965) afirmará que “este Plan no implica un cambio revolucionario en los medios que utiliza, ya que se trata solamente de utilizar mejor los recursos existentes; ni consiste en un conjunto impresionante de grandes proyectos sino simplemente en racio​nalizar la ejecución. Pero su realización sí puede dar un resultado revolucionario”. Un año más tarde, volverá a defender el Plan que había sido “científicamente concebido y cuya programación res​ponde a la evaluación precisa de las necesidades de la Nación” (Illia, 1966).

Ferrer (1965) al analizar las condiciones para el desarrollo de una economía industrial integrada, como la que se deseaba para la Argentina, se muestra firme partidario de “la formulación de un Plan de Desarrollo” para permitir “la fijación de metas consis​tentes de crecimiento, la previsión de estrangulamientos que puedan surgir en el proceso y la eliminación de los existentes y la coordinación de todas las medidas de políticas que gravitan en el desenvolvimiento económico”.

El Consejo Nacional de Desarrollo (CONADE) había sido creado por Frondizi en 1961 para cumplir con uno de los reque​rimientos de la Alianza para el Progreso. Dirigido durante la gestión de Illia por Roque Carranza, contaba para la elaboración del Plan con unos 150 técnicos que debieron acomodar el ritmo de trabajo a la necesidad política que tenía el gobierno de dar a luz el Plan para mostrar la estrategia económica que seguiría el país.

Una de las principales limitaciones que se debieron encarar para realizar el Plan fue la inexistencia o limitación de estadísticas disponibles. Esta fue una de las razones por las cuales el Plan no fue presentado en la fecha anunciada originariamente por Illia35.

El enfoque general de las proyecciones contenidas en el Plan se realizó en dos etapas36. En la primera etapa se profundizó un diagnóstico del funcionamiento de la economía argentina en la década del 50. Esta etapa fue caracterizada como de “crecimiento irregular del Producto”. El análisis destacaría las complicaciones que derivaban para el Balance de Pagos del país el hecho que en dicho período el crecimiento industrial había sido más pronuncia​do que el de la oferta exportable. Se compartía el diagnóstico de funcionamiento “stop & go” de la economía que realizaba la escuela estructuralista. La presión inflacionaria era consecuencia, según el Plan, de las crisis de sector externo con sus consecutivas alteraciones de precios relativos, agravadas por el debilitamiento de la infraestructura económica y social, los problemas de endeu​damiento externo y el financiamiento espurio del déficit fiscal.

Con estas conclusiones se elaboró una guía para definir las proyecciones que se realizarían en una segunda etapa dentro del Plan. Los aspectos que más atención requirieron en esta etapa fueron los relativos al comportamiento de la producción agrope​cuaria, el lento proceso de sustitución de importaciones hacia atrás y el deterioro progresivo de la infraestructura de transportes y comunicaciones.

En la segunda etapa de la realización del Plan se definió una proyección macroeconómica preliminar, donde se partía del su​puesto que el ahorro externo era compensado con amortizaciones de la deuda externa. Esto significaba que todo ajuste debía reali​zarse por refinanciación de deuda externa, por un incremento del ritmo de sustitución de importaciones o por un aumento de los saldos exportables. Pero para el cumplimiento de este último objetivo no se contemplaba sacrificar la demanda interna, ya que en el modelo se introducía como restricción que el nivel de consumo global per cápita no debía ser inferior al ya alcanzado en 1964. En esta etapa se identificó cual era la real incidencia del sector externo para cada tasa de crecimiento. Esto permitió estimar que un crecimiento promedio del 5% ó 6% era consisten​te con el crecimiento proyectado del nivel de exportaciones.

A partir de allí el Plan trabajaba sobre la proyección de algunos sectores principales de la economía, especialmente los más dinámicos. Se hacían consideraciones sobre los aspectos de inversión real y su maduración y se identificarían parámetros reguladores de la producción: rendimientos medios, rotación de cultivos, etc. Para el trabajo, también se analizó el comportamien​to probable del Sector Público, tanto en los aspectos relativos al desempeño de las empresas públicas como de los alcances de una política tributaria más efectiva.

El Plan desarrollo la hipótesis básica de que debía incremen​tarse el grado de aprovechamiento de la capacidad instalada ociosa, así como la necesidad de reformular el deficiente grado de organización de algunos establecimientos industriales. Es de​cir, todos los aspectos que hacían a aumentar la productividad general de la economía, con el fin de mejorar el rendimiento del capital instalado y de disminuir las presiones de costos derivadas de ineficiencias tanto en el sector público como privado.

También se identificaron algunos insumos y productos, para los cuales, dado un ritmo de crecimiento sostenido del producto industrial, podrían llegar a producirse estrangulamientos.

El Plan, pese al insuficiente instrumental estadístico existente para el análisis de determinados problemas, contribuyó a identi​ficar y a cuantificar algunos indicadores básicos del desarrollo económico y social.

La tesis central del Plan era que la Argentina no tenía problemas de ahorro interno, necesarios para financiar un proce​so de industrialización más avanzado e integrado, sino que el’ problema central era la carencia de divisas. Esta posición se distanciaba de la explicación ortodoxa37 de que debía mantenerse deprimido el nivel de demanda interna y, por lo tanto, el nivel de vida de los asalariados. Resaltaba en el análisis que hacía el Plan que la antinomia agro-industria ya no tenía razón de ser a la luz de las transformaciones de la estructura económica ya vigentes en la década del 60.

Notas

1. Las presiones fueron permanentes a partir de la primera semana de gobierno con la llegada de l enviado del Secretario Rusk, Ralph Dugan. En el mismo sentido a fines de 1963 el Congreso norteamericano aprobó la Enmienda Hickelooper que intentaba presionar al gobierno argentino, limitando el crédito de ayuda a los paises que creaban inconvenientes a las empresas de ese país, especialmente las petroleras.

2. Sabattini había establecido como reserva facultativa de la provincia de Córdoba a la riqueza mineral del subsuelo por Decreto Nº 27.088 – C, en agosto de 1939

3. En Del Mazo (1984)

4. En 1963 el M1 creció un 28,8% y los precios mayoristas (punta a punta de diciembre) el 23,8%; en 1964 el M1 lo hizo en un 39,9% y los precios es un 17,8%.

5. Como es tradicional, el gran empresariado a través de la prensa que le es fiel, primero critica las políticas expansivas del crédito por inflacionarias y luego se lamenta por la marcha de los negocios, cuando el BCRA comienza a restringir la creación de liquidez. Estas inconsistencias ideológicas pueden rastrearse en varias publicaciones de la época, especialmente en el Economic Survey del 20/7/65.

6. Véase M. De Economía (1974) para una estadística precisa.

7. Esto es, el denominado efecto Olivera-Tanzi

8. Por Ley Nº 16.588.

9. Exposición del S. De Hacienda ante el Círculo de Periodistas Económicos, reproducido en Economic Survey Nº 944, del 7/7/64.

10. Véase la exposición del Juan Sábato en F. Eugenio Blanco, Cuaderno Nº 2 (s.f.).

11. En La Nación del 28/2/64.

12. Para una defensa de la Circular R.C. 196 del 20/11/64, véase Grinspun (1973).

13. Según Elizalde (1986) “con un posición de divisas del BCRA negativa de u$s 400 M., nosotros no podíamos de ninguna manera, aceptar repagar u$s 200  M  que estaban depositados en esas cuentas. Lo que se hizo fue pagar esas cuentas en moneda nacional.”

14. Exposición del ministro Blanco, reproducido en Economic Survey Nº 983

15. En Economic Survey Nº 1.004 del 21/9/65.

16. idem anterior.

17. Declaraciones reproducidas en La Prensa del 21/3/65.

18. A partir de esta reunión los acreedores europeos comenzarían a llamarse así.

19. Véase F. Eugenio Blanco, Cuaderno Nº (s.f.)

20. Reproducido en Economic Survey Nº 947 del 28/7/64

21. Elizalde (1986) afirma que también lo hizo el Banco Mundial.

22. En Economic Survey, Nº 983

23. En Análisis Nº 145 de diciembre de 1963.

24. En Economic Survey Nº 1.013 del 23/11/65.

25. Véase las estadísticas en Reca y Gaba (1973).

26. En el mismo sentido en 1965 se realizaron operaciones de intercambio compensado con la URSS. A este país se le compró petróleo a cambio de lanas y otros productos regionales argentinos.

27. Según el Economic Survey Nº 924 del 11/2/64.

28. idem anterior.

29. Además Illia recordará que “cuando nosotros anulamos los contratos petroleros, constituimos un ente para dirigir la política petrolera en Latinoamérica” (Moncalvillo, 1982).

30. Declaraciones reproducidas en Primera Plan Nº 49 del 27/10/63.

31. Se contrató a técnicos especializados para que evaluaran el tema. Fruto de esta tarea fueron los trabajos: “Bases para un sistema de imposición de las explotaciones agropecuarias según su renta normal potencial” de Dino Jarach y “Determinación de renta potencial en tierras de aptitud agrícola” de Rubén Cacivio, editados en 1965.

32. La carne llegó a un nivel récord. Para un índice 100 al 31/12/58, a principios de 1964 era 140,2.

33. En La Nación del 28/4/66.

34. En Economic Survey Nº 1.020 del 25/1/66.

35. La fecha inicial propuesta fue la del 1º de noviembre de 1964, pero fue materialmente imposible realizar estimaciones confiables sobre la falta de datos estadísticos de las Cuentas Nacionales para esa fecha.

36. Véase un resumen adecuado de la metodología aplicada para la elaboración del Plan en Berlinski et al.

37. Véase los artículos firmados por Pinedo en el Economic Survey, por Alsogaray  en Confirmado y por Gotheil en Primera Plana.   
CUARTO CAPITULO

Roque Carranza (1983) sintetizará los resultados económicos de la gestión de Illia: “el crecimiento se realizó dentro de las posibili​dades de financiamiento global del país, el crecimiento industrial se realizó con fuerte protección igual que la exportación de productos manufacturados; pero no hubo una explotación de la economía por parte del sector industrial”. Pero lo que más llamará la atención será la conclusión de su exposición: “lo ocurrido en 1964 y 1965 parece difícil de poder repetirse para alcanzar tasas de crecimiento del orden del 10% anual”.

El crecimiento del PBI durante los años 1964 y 1965 fue el más alto registrado en toda la década. En 1963 el producto había descendido un 2,4%, como consecuencia de la contracción econó​mica provocada durante el gobierno de Guido. En 1964 el creci​miento fue del 10,3% y en 1965 del 9,1%. Los argumentos para explicar este resultado en el sentido que sólo se debió a “una mera recuperación con respecto a la crisis de 1962” (Di Tella, 1985) no resultan consistentes como única explicación. Las políticas apli​cadas para controlar el sector externo y la programación de la inversión parecen explicar mejor parte de este resultado. Broder​sohn (1974 a) afirma que no sólo se asistió a un proceso de recuperación, sino también a una “inteligente utilización de la capacidad ociosa”, estimada en el 44% en el pico de la crisis.

Otro argumento, más común, resulta el de asociar la bonanza de esos años, unicamente, por el comportamiento del sector agropecuario1. Diaz Alejandro (1983) muestra la siguiente rela​ción:

Crecimiento del PBI anual a costo de factores, en %

	1963
	-4.8

	1964
	9.1

	1965
	9.6

	1966
	-0.1


 Esta relación mide el crecimiento del PBI excluido el produc​to generado por el sector público, que se considera exógeno en el corto plazo, y el agropecuario, ya que depende de factores climá​ticos. Esto demuestra la necesidad de profundizar el análisis de la políticas adoptadas, para evitar caer en explicaciones simplis​tas2.

Heymann (1980) considera que la recesión industrial mostró su pico mínimo en el primer trimestre de 1963 y que en el tercer trimestre de 1964 el sector industrial ya estaba trabajando a plena capacidad. Entre el segundo trimestre de 1963 y el tercero de 1965 existió un crecimiento neto del PBI industrial muy fuerte. Con respecto al argumento de Di Tella (1985), las comparaciones hablan de una importante expansión. Si se toma un índice base 1960 = 100, el último pico de actividad industrial anterior al gobierno de Illia -el primer trimestre de 1962- presenta un índice de 114,7. Durante la expansión 64/65 este mismo índice llega a 137,3. Es decir, un crecimiento neto del 19,7% o, lo que es lo mismo, del 8,3% equivalente anual.

El período 1963/1974 es durante el cual la producción manu​facturera creció al ritmo más alto y sostenido de los últimos cincuenta años. Durante el citado período la tasa de crecimiento anual superó ligeramente el 7% anual, según estimaciones reali​zadas por Sourrouille, (1980). Los años de Illia se ubican, fácilmente, por arriba de este promedio. Dorfman (1983) ha desagregado por períodos las tasas de variación anual del volumen físico de la producción industrial:

Tasas de incremento anual, en %

	1953/1963
	4.0

	1963/1967
	8.5

	1967/1973
	7.5


El promedio del período 1950/1973 resulta entonces del 5%.

Entre 1957 y 1966 los sectores más dinámicos aumentaron su participación del 35.9% al 65.4%, mientras que las industrias vegetativas decrecieron en inversa medida, en el total de ventas (Skupch, 1971). Este mayor grado de concentración es coinciden​te con la puesta en marcha de las empresas extranjeras radicadas al calor de las leyes de promoción de Frondizi. El grado de concentración que comienza a tomar la industria manufacturera, es estimado por Portnoy (1980) como diez veces mayor que el de Estados Unidos.

Durante el período 1958/1962 los sectores pertenecientes a las ramas tradicionales, como la metalúrgica nacional, la industria de la madera y del cuero y un sector significativo de la industria textil serían desplazados del mercado. Los nuevos sectores, la industria automotriz y petroquímica, que se caracterizarían por ser más intensivos en capital, producirán una disminución relativa de la tasa de incorporación de nuevos asalariados al sector (Az​piazu et al., 1987).

Sin embargo, los sectores industriales vegetativos más ligados al desarrollo del mercado interno y al consumo de los asalariados, durante el gobierno de Illia crecieron más que su promedio histórico. Dorfman (1983) muestra las tasas de variación anual de la producción de actividades representativas. Por un lado, una típicamente vinculada al mercado interno: Alimentación, vestua​rio y afines; y por otra unas más asociadas a la dinámica de las transnacionales: Metal mecánicas, químicas y afines.

Los porcentajes de crecimiento para cada período son los siguientes:

	
	1950/58
	1958/64
	1964/66
	1966/72

	Vegetativas
	2.5
	-0.7
	6.0
	3.5

	Dinámicas
	9.7
	6.7
	6.8
	9.0


Como se puede observar, el gobierno de Illia no sólo muestra tasas de crecimiento elevadas, sino que es el período que muestra una relación más armónica, en términos sociales, de crecimiento.

En el crecimiento del período, Schvarzer (1980) observa que los momentos acelerados de expansión se respondían más a la utilización de capacidad instalada ociosa que a nuevas inversiones productivas.

La Ley Nº 14.780 de fines de 1958 permitió que se aprobaran inversiones externas por u$s 220 M. en un principio, para luego caer a magnitudes cercanas a u$s 100 M. en 1962. Luego de las regulaciones impuestas por el gobierno de Illia, las cifras cayeron a valores insignificantes, hasta registrar un nuevo pico en 1968.

La modalidad de promoción industrial adoptada en 1958, mostró que las empresas extranjeras no desplegaban un dinamis​mo productivo muy superior a las nacionales, aunque durante la década del 60 todavía parecían de un dinamismo superior. La inversión del exterior fue acompañada de créditos en divisas de los proveedores y de las casas matrices. Así se disminuían riesgos, ya que eran créditos recobrables con rapidez. Como el proceso de incorporación no registró controles antes de la llegada de Illia; al calor de la promoción entraron al país equipos sobre valuados. Es decir, financiaban la inversión sin arriesgar capital, con créditos de corto y mediano plazo de sus casas matrices o proveedores. Este comportamiento perverso es el que permitió la observación del CONADE que la Argentina no presentaba problemas de ahorro interno sino de carencia de divisas.

Si bien el gobierno de Illia se benefició con las inversiones acumuladas durante el período 1958/1962, fue quien debió pagar los abultados costos en divisas de este método de industrialización compulsiva sin control.

En 1964 se observa un crecimiento del 31,1% de la producción de bienes de consumo durables y en 1965 del 13.8%. La siderurgia también mantuvo altas tasas de expansión. El mayor crecimiento industrial se registró, fundamentalmente, en los bienes dedicados al consumo de las familias. El sector automotor, pese a las regu​laciones que le impuso el gobierno, pasarán de producir 166.6 mil unidades en 1964 a 194.2 en 1965.

El crecimiento más equilibrado que se produjo, permitió inducir aumentos de productividad en los sectores de punta, manteniendo perfiles de consumo interno altos. Este equilibrio se llevó también a la situación de endeudamiento financiero del sector manufacturero. Arnaudo y Conejero (1985), quienes estu​diaron el grado de endeudamiento financiero real del sector industrial argentino a lo largo de los años ‘50 al ‘83, identifican que en esta etapa analizada se redujo dicho nivel de endeuda​miento, especialmente a partir del cuarto trimestre de 1963.

En la campaña 64/65 se realizó una cosecha superior a las 20 toneladas. A partir de ésta, todas las campañas superarán esta marca (Sábato, 1980). Los principales rendimientos se obtendrían en el maíz y sorgo granífero. Desde este período se superaría un estadio tecnológico asociado al modelo extensivo de la primera mitad de siglo (de Obschatko, 1988). Este boom fue en parte consecuencia de los trabajos de difusión de tecnología que venía desarrollando el Instituo Nacional de Tecnología Agropecuaria (INTA) desde 1957 y los Consorcios Regionales de Explotación Agrícola (CREA) desde 1959.

En el período analizado se observa que la extraordinaria expansión productiva no se realizó a expensas de los planteles de ganado cómo era tradicional hasta ese momento, sino que por el contrario, estos también crecieron. Esto habla de un nuevo mo​mento de expansión basados en incrementos de productividad. Fue el período donde comenzó la difusión de semillas mejoradas.

Conforme con lo que recomendaba el Plan, durante el gobier​no de Illia se impulsaría, en forma notable, la tractorización y mecanización del campo. Esto se hizo a través de apertura de líneas de crédito a mediano plazo y tasas de interés preferenciales.

Un completo estudio sobre el tema señala que “de todas las lineas de crédito instrumentadas (desde 1955), la más importante fue la llamada BID -Banco Nación del gobierno de Illia-” (Huici, 1988). Desde 1963 ambas instituciones otorgaron unos u$s 85.3 M. para la compra de tractores, maquinaria agrícola y silos.

Las estadísticas muestran que entre los años 1955 y 1976, el período 64/66 es el de más alta incorporación de tractores y cosechadoras.

Si bien durante el período analizado se impusieron restriccio​nes a la exportación de carnes y cupos a las de cereal; los gravá​menes a la exportación fueron los mínimos de toda la década. Estos, en porcentaje del tipo de cambio básico de exportación fueron del:

	1963
	5.3

	1964
	5.1

	1965
	8.4


Con la excepción de 1966, todos los períodos anteriores y posteriores registraran tasas superiores al dígito. Sturzenegger (1986) afirma que durante este período “disminuye el sesgo anticomercio” característico de la economía argentina.

El sector externo de la economía mostró un comportamiento atípico para la década. Esto se debió, en parte, a los importantes saldos exportables y también a la política de regulaciones llevada a cabo por el gobierno. Entre 1957 y 1962 el promedio de expor​taciones fue cercano a los u$s 1.000 M., en tanto que durante este período fueron de alrededor de u$s 1.400 M. Las importaciones en tanto presentaron un comportamiento también diferente a la tendencia. En el primer período fueron de aproximadamente u$s 1.250 M.. y en el segundo de sólo u$s 1.000 M.

El Balance Comercial registró esta modificación, ya que fue positivo por primera vez en 1963 y así se mantuvo hasta el final del gobierno de Illia.

La transformación estructural a que había dado lugar el modelo desarrollista, comentada más arriba, se hace presente a partir de la crisis de Balanza de Pagos en 1962, por las cuantiosas transferencias e importaciones de insumos. Como se comentó en el capítulo anterior, el gobierno de Illia impuso severas restriccio​nes al movimiento de divisas, pero aún así debieron desembolsar-se durante toda su gestión más de u$s 600 M. Pese a estas voluminosas transferencias el saldo de la Cuenta Corriente fue positivo en todo el período, por primera vez también.

El perfil de la deuda externa se ajustó a las restricciones impuestas por el gobierno. Según el BCRA (1970), ésta era así:

Deuda externa, en M. de u$s corrientes

	1962
	3.168

	1963
	3.872

	1964
	3.261

	1965
	3.213

	1966
	3.276


Como Illia no generaba ningún tipo de confianza en los inversores externos, los ingresos de largo plazo, muy exiguos, no compensaron las salidas de corto plazo. El alto nivel de amortiza​ciones, causa de las medidas restrictivas. Gracias a éstas no hubo crisis en el sector externo durante aquellos años.

Las reservas del sistema, luego de perder durante la crisis 62/63 unos u$s 534 M., se incrementaron durante la gestión de Illia. En 1963 el BCRA incremento reservas en divisas por prime​ra vez en diez años (FIEL, 1989).

Los términos del intercambio que habían mostrado durante 1946/49 valores óptimos, no mostraron durante la década del 60 ninguna tendencia determinada (Diaz Alejandro, 1981). La recu​peración, que se observa durante la gestión de Illia, no fue tan significativa como pretenden algunos comentaristas. En todo caso la mejora no superó en 3,3% al período 62/63 o en un 3,5% al de 67/69 (Diaz Alejandro, 1981). El argumento reduccionista que descansa en la recuperación de los términos del intercambio, para explicar el crecimiento del producto en aquellos años, no se Sostiene ante la evidencia empírica.

Un factor importante para explicar el crecimiento de las exportaciones, lo constituyó el impulso que le se dió a las no tradicionales. Eriksson (1970) afirma que “aunque la variación de la producción interna parece explicar una parte sustancial del comportamiento de las exportaciones de manufacturas, las poll​ticas de promoción no han dejado de tener suficiente fuerza como para levantar el ‘nivel de fondo’ alcanzado por las exportaciones durante un boom interno; después de dos años de acentuada recuperación interna - 64 y 65 - las exportaciones manufactureras fueron más altas que cualquier otro año anterior a 1963”. En dólares corrientes el promedio 56/62 de exportaciones no tradicionales fue de 21,5 M., mientras que durante 63/66 fue de 73,5 M.

Di Tella (1987) considera que la recuperación se realizó a costa de sacrificar el nivel de inversión, tentación propia de un gobierno de tipo populista cuando se propone distribuir ingresos3. El promedio de, participación de la demanda de inversión en el PBI en el período 64/65 fue del 17,6% (BCRA,1976), durante el apogeo del desarrollismo fue del 17,8%, pero a costa de endeu​damiento externo de corto y mediano plazo, mientras que durante la gestión de Illia se utilizó en forma mayoritaria el ahorro nacional. Durante 66/67 el promedio fue de 16,7%.

La Inversión Bruta Interna (IBI) cayó en 1963 un 17.3% en total, pero el rubro maquinarias y equipos lo hizo en un 22,4%. La inversión de 1964, en términos reales, sólo fue superada por, la de 1961, hasta ese momento. El incremento de la IBI en ese año fue del 19.9%. La política de subsidiar el crédito para bienes de capital implicó un abaratamiento relativo del precio de este tipo de bienes. En 1965 la IBI volvió a crecer, esta es vez un 11.4%.

Si se considera que durante el gobierno de Illia existió un control estricto de la importación de bienes de capital, estos resultados confirman la posibilidad cierta que tenía el país de iniciar un proceso de crecimiento con distribución, como era planteado en el PND.

En cuanto al consumo, si bien es más difícil de estimar su desenvolvimiento ya que en las Cuentas Nacionales este rubro se obtiene por diferencia, registró una fuerte expansión. En 1964 creció un 7.4% y en 1965 un 5.1%. En este último año fue muy fuerte el incremento de ventas de automotores y de artículos eléctricos para el hogar.

En la etapa iniciada en 1966, caracterizada por una conduc​ción económica más libre empresista, el consumo del gobierno creció más que el de las familias; no así durante 1964 y 1965, donde el consumo público se mantuvo constante, en torno a los 10,1% del PBI, que es ligeramente inferior al promedio de la década: 1,8%.

Este incremento del consumo familiar no se podría haber realizado sino se hubiera impulsado una importante recomposi​ción de los ingresos populares. En su trabajo sobre la distribución de ingresos, Sigaut (1972) caracteriza al período 64/66 como de “fuerte crecimiento de los ingresos de los asalariados”4.

En el mismo sentido Azpiazu et al. (1976) identifican que durante el período 64/66 se verificó una política distribucionista, hecho que contrasta con el período posterior donde se logró reducir la participación de los asalariados en el PBI.

El salario real horario creció entre diciembre de 1963 y de 1964 un 9.6% en términos reales (BCRA, 1964), el año anterior había caído un 6,8%.

Si bien la recomposición industrial comenzó antes de asumir Illia, la recuperación salarial empezó recién a fines de 1963.

El 1º de mayo de 1965 Illia pudo anunciar que el salario real había crecido el año anterior un 6,8% y un año después podría decir, con satisfacción, que la participación de los asalariados en el PBI ya era del 46%, lo que representaba un 15% de incremento con respecto al año en que había asumido la presidencia.

La discusión sobre el nivel de empleo fue presentada durante la época como argumento político por parte de la CGT, en forma permanente, y esgrimiendo cifras que no se compadecían con la realidad. Llach (1978) considera el importante descenso de la tasa de desempleo, ocurrido entre 1963 (8.8%) y 1965 (5.6%); y muestra que en este lapso, que comienza en 1960, se encuentra el techo de empleo de la industria manufacturera, medida como participación en el total de empleo de la economía. Este techo había sido del 29.7% en 1960 y en 1970 ya era del 25.7%. Cabe acotar que los datos de 1960 de Argentina eran similares a los de Estados Unidos para el mismo año.

En mayo de 1964 el CONADE estimó que la Población Económicamente Activa (PEA) había pasado del 45,0% al 46,2% de la población. Los desocupados, en octubre de 1964, eran el 5,7% de la PEA, esto es entre 200 y 240 mil trabajadores desem​pleados y no un millón como difundía la CGT (1965).

Luego de la política expansionista implementada a fines de 1963, el déficit fiscal fue registrando descensos relativos año tras año. Para FIEL (1989), el déficit fiscal en porcentaje del PBI es el siguiente:

	1964
	5.0

	1965
	3.5

	1966
	2.7


Roque Carranza, sostendrá en un reportaje que una vez caracterizado a un gobierno como el de Illia de populista -ya que intenta forzar una mejor distribución de ingresos-, se espera que su comportamiento haya sido el de desentenderse del déficit público y del balance de pagos5.

La presión tributaria no pudo mejorar y mantuvo un nivel bajo, aún para la década. La estrategia de resistencia empresaria pasaba por no abonarle al estado las cuotas previsionales6. Los aportes previsionales durante la gestión de Illia se mantuvieron en torno del 2.14% del PBT, mientras que en 1967 ya se habían recuperado a 4.9 1% del PBT. Lo mismo ocurrió con los impuestos indirectos que mejoran su recaudación luego del golpe de 1966. La actitud opositora de la Cámara de Diputados no dejó de tener responsabilidad en el incremento del déficit al negarse a votar el Presupuesto de 1966 y al rechazar las reformas impositivas pre​sentadas por el Ejecutivo a principios de ese año.

FIEL (1989) habla de “falta de confianza ”ante la perspectiva de “reinstalarse la atmósfera de incertidumbre política”. En realidad la maquinaria impositiva del gobierno no pudo recomponer su deterioro durante los años de Illia.

Dada la característica altamente inflacionaria de nuestro país, los parámetros para calificar a este fenómeno son disímiles con respecto a los considerados anormales en el resto del mundo. Sólo de esta manera se puede entender que Vitelli (1986) califique a aquellos como períodos de estabilidad los que registran tasas de variación del índice de precios menores al 32% anual. Así el período comprendido entre 1959/60 y 1970, es considerado de estabilidad relativa. El promedio de inflación entre 1960 y 1967 es del 25.6% anual y el de la gestión de Illia fue de 25.3%. En los seis primeros meses de 1966, cuando la crítica más insistía sobre el caos inflacionario, el costo de vida sólo aumentó un 6.1%.

Para todo el período considerado, si se analiza la información empírica disponible sobre la expansión y contracción del déficit público y el nivel de crecimiento de los precios, no se puede demostrar una correlación directa entre la magnitud del déficit y la inflación. Esto descompone a puro propaganda los serios argu​mentos que esgrimía la UIA, la SRA y ya casi en el golpe hasta la CGE.

Finalmente, la anulación de los contratos petroleros también demostró ser una medida acertada. Con los incrementos del precio de los combustibles ocurrido en 1973 se evitó que el Estado abonara a los contratistas, en concepto de retribución por extraer el petróleo de YPF, una suma que Callejas (1987) estima en no menos de u$s 2.800 M. Asimismo el yacimiento gasifero más importante, Loma de la Lata, fue descubierto por YPF dentro de una zona recuperada. Esto último evitó pagar otros u$s 50 mil M. a los eventuales contratistas. Con esta perspectiva, la suma de u$s 200 M. que se debió abonar en concepto de indemnización por anular los contratos no parece tan extraordinaria.

En cuanto a la industria farmacéutica, las estadísticas a nivel mundial muestran que a partir de la década del 60 se produce una abrupta -caída en el ritmo innovativo de las grandes empresas y que la conducta que éstas adoptaron para enfrentar esta crisis fue la de pasar sobrecostos a los países subdesarrollados. La vigencia de la Ley Oñativia podría haberle ahorrado al país divisas por sobrefacturación, en este largo período.

Notas

1. Una estadística completa de la evolución de los términos del intercambio puede hallarse en Diaz Alejandro (1981).

2. En Diaz Alejandro (1981)
3. Según la conocidad tesis de Canitrot
4. Otros trabajos, como los de Diaz Alejandro (1983) o Altimir (1973) realizan análisis del período, pero comprendiendo los años 1961 y 1966. Por tal razón no llegan a las mismas conclusiones, ya que incluyen dos años fuertemente recesivos (1961 hasta mediados de 1963) en la tendencia general.Reportaje a Roque Carranza en “Populism as irrational as ultra-conservatism” en el Buenos Aires Herald del 25/11/81.
5. Véase, por ejemplo, la conferencia de Oneto Gaona presidente de la UIA, reproducida en La Nación del 14/5/66.
CAPITULO QUINTO

Resulta indudable que el golpe de Estado de junio de 1966 contó con la adhesión pasiva de una gran parte de la sociedad. Los motivos del golpe fueron de índole política y económica.

En el plano político era obvio que si se cumplía la promesa presidencial, en las elecciones de marzo de 1967 el peronismo podría competir libremente para acceder a las gobernaciones provinciales, con grandes posibilidades de triunfar como en 1962.

La campaña psicológica fue hábilmente orquestada. Hacia fines de junio de 1966 todos los sectores políticos y sociales estaban trabajando, en una forma u otra, con el ánimo de sacarse de encima al Presidente Illia. Las dos semanas previas al golpe merecen figurar en el clásico de Curzio Malaparte sobre las técnicas del golpe de Estado, por la perfecta sincronización con que todos los sectores venían colaborando con los golpistas.

Dentro del peronismo, el vandorismo constituía el grupo más importante y activo. Para Gazzera (1970) la caída de Frondizi contribuyó a ubicar a Vandor en la cúspide del poder político en el país. Vandor, a través de las “62” había colocado en enero de 1963 al dirigente textil Alonso en la Secretaría General de la CGT y a Niembro en la presidencia del PJ Capital. Alonso tratará en 1966 de tomar vuelo propio, creando las “62 de pie junto a Perón".1
El crecimiento de las “62” se vio beneficiado, según Cavarozzi (1984), por el incremento gradual del coeficiente de dispersión salarial que registraba un índice 30.6 en 1962 y de 41.6 en 1966 en la industria donde pesaba esta organización; frente al de toda la economía que fue para esos años del 33.7 en 1962 y de 35.4 en 1966.

Vandor desde la UOM, generará una particular política de acercamiento con los militares y con el gran empresariado. Los sindicalistas, con Vandor a la cabeza, serían seducidos por el canto de sirena “organicista” en 1966. Pese a que durante la presidencia de Illia el sistema de negociaciones colectivas había funcionado durante estos años con un mínimo de interferencias por parte del Estado (Consejo del Salario, 1965), nadie parecía reparar que con un gobierno militar sería muy difícil repetir esta experiencia.

Uno de los dirigentes que acompañó a Vandor afirmará que “con Illia fue suficiente con el Plan de Lucha, para desnudar su decrepitud” (Gazzera, 1970).

En las elecciones de 1965 la Unión Popular, sigla con que se identificaba el peronismo, obtuvo en todo el país sólo 50 mil votos más que la UCRP. El partido de Illia había sacado 100 mil votos más que en 1963, luego de dos años de gobierno y ya sin constituir la alternativa frente al “aramburismo”. La UCRP había triunfado en 6 provincias. Los votos en blanco habían vuelto a su tradicional porcentaje del 3%. Si bien el peronismo se mantenía, el radicalis​mo venía acortando la diferencia.

El sindicalismo desde el principio de la gestión Illia boicoteó al gobierno. Detrás del discurso que vetaba a Illia por su ausencia de legitimidad se disputaban tensiones más profundas en torno a la representación en Argentina del electorado peronista, entre el propio Perón y Vandor. Además, en este período, la acción sindical trasciende y se convierte en órgano de representación política del peronismo. La CGT enriquece su plataforma reivin​dicativa agregándole una gestión orientada necesariamente hacia la ocupación del espacio vacante por ausencia de Perón. El hecho de convertirse el vandorismo a través de la CGT, en un actor importante de la vida política nacional, permitió no sólo mantener la tradicional cohesión política de la clase obrera, sino que le permitió neutralizar los riesgos del aislamiento político y ejercer una considerable capacidad de concertar alianzas políticas. Esto también servirá paradójicamente para hacer más fuerte la idea que el retorno de Perón era un imposible2. Las declaraciones programáticas de la conducción cegetista no guardarán ninguna relación ni con su práctica política ni con el marco de alianzas que forjó para apoyar el golpe. El programa de Huerta Grande no fue seriamente considerado por los sindicalistas, ni el ambicioso documento de 19653  en que se presentaba el proyecto político y social de la CGT.

A días de asumir Illia la CGT declararía que “la clase traba​jadora atraviesa, a partir del 12 de octubre (de 1963), una situa​ción mucho más difícil que la experimentada bajo cualquiera de los otros gobiernos que se sucedieron desde 1955”4. La CGT en todo momento encontrará excusas para colocarse en una posición opositora, desde la estimación propia del millón de desocupados (CGT, 1965) hasta enfrentarse al control de precios máximos para la carne sosteniendo que el gobierno pretendía crear un mercado de carne para ricos y otros para pobres5. En cuanto convenía se era partidario de la libertad de precios y cuando no, de la socialización de los medios de producción.

En Ministerio de Trabajo (1975) se encuentra una estadística completa del grado de activación impuesto desde la CGT. El número de huelgas, cayó notablemente durante la crisis 62/63 al igual que las remuneraciones. Las huelgas, como debió reconocer el conservador Economic Survey, “no estaban dirigidas contra los empresarios, ni contra las empresas, sino contra el gobierno nacional”6
Pero que parte de la estrategia descansara sobre la ocupación de fabricas con discursos de tono anticapitalista, tampoco era del agrado del gran empresariado, el cual no veía en el vandorismo a un enemigo, pero sí al activismo peronista que participaba en estas acciones. La estrategia de Vandor se sintetizaba en la consigna “golpear y negociar”.

Ante la presión del empresariado por reprimir, Illia será partidario de “que sea el espontáneo reconocimiento de cada ciudadano el que conduzca a ubicarlo en la responsabilidad que le concierne” (Illia, 1965). Mientras que el Subsecretario del Interior Vesco afirmaba que “de manera alguna el gobierno reprimirá las posiciones ideológicas, ni se transformará en policía del pensamiento”7. Sólo Agustín Tosco y Raimundo Ongaro valo​rarán públicamente estas realizaciones, años después.

Al sindicalismo vandorista le había disgustado que Illia pro​hibiera la actividad partidaria en los gremios, que impusiera que las huelgas debían decidirse en asambleas abiertas de afiliados y el fortalecimiento de los sindicatos de primer grado, especialmen​te los del interior del país (Senen Gonzalez, 1986).

El proyecto radical de recortar el poder de las cúpulas sindi​cales y la perspectiva de que en las próximas elecciones el vando​rismo no podría imponerle los candidatos a Perón, atento a lo ocurrido en Mendoza, pueden haber volcado en forma definitiva a Vandor a apoyar el golpe en marcha 8.

Más allá del sindicalismo, el propio Perón también se había pronunciado en favor del golpe, en forma pública. Al semanario Primera Plana, que venía actuando como vocero indisimulado del golpismo, le concedió Perón entrevistas exclusivas. Así, a princi​pios de junio de 1966, declarará que “el golpe militar puede llegar a ser inobjetable tanto del punto de vista interno como interna​cional”9. Luego de producido el golpe sus afirmaciones tendrán más énfasis en el apoyo a Onganía. Sostendrá Perón: “Onganía puso término a una etapa de verdadera corrupción. Illia había detenido al país queriéndole imponer estructuras del año 1800, cuando nace el demoliberalismo burgués, atomizando a los parti​dos políticos. Simpatizo con el movimiento militar porque el nuevo gobierno puso coto a una situación catastrófica”10 .

Un teórico lúcido del peronismo, John William Cooke, par​ticipará del entusiasmo inicial de poder terminar con el gobierno de Illia - presidente al que incluirá entre “los cinco presidentes del Régimen” (Cooke, 1985) - . Luego deberá advertir a los peronistas que Onganía no es un nuevo Perón. Este esfuerzo por terminar con una confusión, que habían contribuido a crear el vandorismo y el mismo Perón muestra la fuerte adhesión que generó en el peronismo el derrocamiento de Illia.

Mientras tanto la UCRP no había dejado de lado su perma​nente lucha facciosa como para tomar real conocimiento de la formidable acumulación de enemigos que se estaban uniendo en la práctica para derrocar al gobierno. Un caso aislado serían las declaraciones del gobernador de Córdoba, Justo Páez Molina, quien ya desde 1964 denunciaba “las presiones al gobierno de cuatro importantes sectores de la vida nacional: sindicalistas, militares, clero y grupos económicos” (Sanchez, 1983). Acuña (1984) afirma que el balbinismo creía que no había vacío de poder. Encerrado en sus planteos intestinos la UCRP resultó incapaz de proponer una salida política que no fuera el golpe militar.

Balbín a lo largo del gobierno de Illia se destacaría por mostrar un perfil distinto al del Presidente. En 1964 apoyó, a través de sus representantes, el desplazamiento del gobernador Martinovic de Santa Cruz al que se vinculaba como firme parti​dario de Illia. El hecho más grave, sin embargo, fue el no haber asistido a la lectura del Mensaje de apertura de Sesiones Ordina​rias del Congreso, el 1 de mayo de 1966. Esto constituyó una señal clara, en un momento en que la campaña del golpismo arreciaba, de que el propio partido del Presidente no estaba del todo conforme con la marcha de la gestión pública.

Scenna (1981) cree que ello se debe al “error de creerse mayoría y gobernar de acuerdo a ello, es decir convirtiendo a la gestión en una partidocracia”. Lo concreto es que el gobierno no podrá apoyarse a mediados de 1966 en ningún sector económico o social. Por un lado los trabajadores parecían encolumnarse monolíticamente detrás de la presión de la CGT y por otro lado el único sector del empresariado al cual el gobierno se encargó de cortejar, la CGE, llegado el momento compartirá los mismos argumentos críticos que los demás empresarios.

El resto de la clase política participaría de la campaña de difamación, sin tomar en cuenta las consecuencias que derivarían de la pretendida instalación de los militares en el gobierno. El juego consistía en realizar diagnósticos apocalípticos de la reali​dad económica, machacar sobre la ineficacia del gobierno en resolver los problemas estructurales del país y en depositar toda la carga de positividad en la eficiencia militar y, en especial, del nuevo caudillo Onganía.

El jefe de uno de los partidos más importantes de la oposición, la UCRI, Oscar Alende alertaría que “le hemos invitado (al gobierno) a un cambio, para terminar con la actual vacancia de autoridad. Pero ha sido en vano. La democracia argentina se asienta ahora sobre una base falsa. El régimen gubernamental actual no cubre ni las formas ni la esencia de la democracia representativa”11. Frondizi, el ex presidente que conducía el MID, sostendría que “esta abierta la instancia para que cualesquiera sean las intenciones de los gobernantes, la comunidad haga su revolución”12
A través del Congreso, el resto de los partidos obstaculizarían los últimos momentos del gobierno rechazando las iniciativas en materia impositiva y presupuestaria del Ejecutivo.

Los militares convertidos en árbitros de la situación política se encargarán de trasmitirle al Presidente Illia su pensamiento en forma pública. En el día del Ejército el Gral. Pistarini haría un alegato antidemocrático, que el ministro de Defensa trataría de desvirtuar de su sentido original13.

El pensamiento más antiperonista, en una solicitada apareci​da días antes del golpe, anunciaría las profundas motivaciones políticas que éste tendría: “De no interrumpirse el proceso políti​co actual, la República caerá nuevamente en manos del peronis​mo”14
Finalmente el estudiantado, inconsciente del esfuerzo presu​puestario del gobierno que había llevado las partidas educativas del 11% al 17% del Presupuesto, con consignas propias participa​rá del in crescendo de la campaña de acción psicológica de la cual en muy poco tiempo deberá arrepentirse.

Hasta el rector de la UBA aparecía presionando al gobierno ante la opinión pública, reforzando la imagen de ineptitud del gobierno. En todo caso, los problemas que afrontaba la Universi​dad no provenían de decisiones del Ejecutivo sino de los legisla​dores de la oposición que habían trabado la sanción de la ley de Presupuesto.

Cantón (1966) afirma que la oposición a Illia de los estudian​tes “fue probablemente de mayor magnitud que lo anticipado por quienes lo provocaron, y tuvo una repercusión insospechada para sus propios protagonistas”. La dirigencia estudiantil cortejaba al peronismo sindical y los planes de lucha de los estudiantes eran a menudo desarrollados en consonancia con los de la CGT. La resistencia estudiantil resultaría muy débil después del golpe, lo que contribuiría a demostrar que la acción anterior contra Illia tuvo un carácter oportunista y carente de apoyo profundo en el seno de la masa estudiantil. Graciarena (1971) considera que el error de los estudiantes fue apoyar a todos los que se oponían a Illia en una falsa mística de creer que se acercaban al pueblo acercándose a los sindicatos peronistas. Cuando acudieron a los sindicatos, luego del golpe y de la “Noche de los bastones largos”, nadie los apoyó.

Pero las profundas motivaciones políticas del golpe se disfra​zaban en todos los casos de argumentos contra el caótico manejo de la situación económica. El único sector que enfatizaría el tema económico haciendo una correcta lectura de lo que estaba ocu​rriendo sería el gran empresariado. Fundamentalmente, los sec​tores que se veían perjudicados por las regulaciones públicas: el sector petrolero privado, la industria farmacéutica y automotriz y la banca acreedora extranjera.

El periodismo económico venía ejerciendo una crítica demo​ledora y apocalíptica. Compárese las cifras vertidas en el Capítulo IV con los artículos o editoriales de semanarios, reputados como serios e informados, que en forma permanente desde 1964 anun​ciaban la recesión y la crisis15.

Pero el núcleo central de la crítica residiría en “la política de Perón más uno, que un amplio sector del gobierno viene desarro​llando, con los resultados que son de dominio público pero que, indudablemente puede ser invocada en el exilio como prueba de la ‘fe democrática’ del partido gobernante”, según el Economic Survey16. Al respecto la conclusión será que “nadie puede sor​prenderse entonces de que se introduzca y se afirme en la mente del pueblo la idea, acertada en estas circunstancias que en Argentina hace falta un dictador”17.

La opinión del empresariado podría sintetizarse en este dis​curso de Juan Aleman (1967): “Cuando en junio de 1966 se hizo la Revolución Argentina, fue en general bienvenida. Recordemos brevemente el final del gobierno de Illia... paros permanentes... el parlamento era un escenario de la pequeña política... la economía se hallaba ya en la fase recesiva del ciclo (sic). Existía la convicción generalizada de que el país vegetaba.., muchos advertían que ese estado de frustración permanente nos llevaría lentamente al comunismo”.

La Sociedad Rural era opositora al gobierno desde su co​mienzo debido a que sus intereses eran contrariados por la fijación de precios máximos y de cupos a la exportación de carnes, además del papel activo de la JNG en la comercialización externa de granos. La Unión Industrial Argentina (UIA) centraría sus críticas en la recuperación del poder adquisitivo del salario, que consideraba el detonante de “una inflación galopante llamada a destruir inexorablemente el sistema monetario nacional” (UIA, 1965). Oneto Gaona, Presidente de la UIA afirmará que la tarea del gobierno esta “perfectamente diagramada para ir paulatina​mente hacia la socialización de la República”18 . Más precisión tendrá la ACIEL, para la cual “parecería que se puede gobernar al margen de los intereses empresarios”19.

Niosi (1974) en su estudio sobre el comportamiento político del empresariado llama la atención que ninguno de los funciona​rios del gabinete de Illia, al dejar sus cargos, pasara a ocupar puestos de dirección de empresas importantes. Esto constituía una práctica frecuente en el período abierto luego de la caída de Perón. El mismo autor realiza un estadística de la distribución de miembros empresarios por período de gobierno:

Revolución Libertadora.......................................19

Frondizi................................................................40

Guido....................................................................48

Illia.......................................................................10

Revolución Argentina...........................................38

Esto explica parte de las furiosas y justificadas críticas de ACIEL mencionadas más arriba.

Las continuas críticas, tanto de la política coyuntural como la de largo plazo, que pese a su carga ideológica negativa para el establishment se mostraron efectivas en el terreno de las realiza​ciones, tal vez pueda explicarse por que el empresariado industrial “distingue claramente entre políticas estatales que son favorables a la industria y políticas que favorecen sus intereses particulares” según concluye la investigación de Petras y Cook (1972).

El desprecio hacia el esfuerzo que representó el PND se puede medir por los calificativos de la prensa especializada que le restaba importancia al “cientificismo planificador del CONA​DE”, obra de “los ideólogos amamantados por la leche agria de la CEPAL”20 de la época. Luego el PND sería revalorizado aún por partidarios de la libre empresa21.

El tema económico no dejaba de despertar agudas controver​sias, ya que por un lado como la política estaba siendo formulada por tecnócratas sin la adecuada participación del sector privado, las realizaciones fueron insuficientes para obtener la tácita apro​bación de los poderosos grupos de interés (Mallon y Sourrrouille, 1973). Al gran empresariado no le seducía la propuesta de Illia, consistente en “el método gradual para resolver los problemas económicos”, que no era “inmovilismo, sino programación refle​xiva” y “cuantificación de las posibilidades para satisfacer las necesidades” (Illia, 1966).

Perina (1983), en un trabajo reputado como serio, encontrará las causas del golpe en la “inflación creciente, a la continua devaluación del peso, al déficit fiscal creciente, a la estricta restricción del crédito y a las numerosas quiebras comerciales”; lo que se presenta como absolutamente inconsistente con la eviden​cia estadística. En todo caso muchos autores al analizar el fin del gobierno de Illia, compartirán este error de tomar por dato de la realidad una excusa propagandística. El mismo caso rige para O’Donnell (1977) y Vilas (1972). Algunos críticos serán más benignos y con cierta simpatía sostendrán que “la política econó​mica seguida no era brillante ni mágica. Era la política, si se quiere pedestre, del buen almacenero” (Sanguinetti, 1981). O más seve​ros afirmarán que de este gobierno “ninguna medida original, ninguna creación imaginativa apareció en el terreno económico” (Luna, 1984). Hasta Di Tella (1985) luego de realizar las conside​raciones mencionadas en el Capítulo IV reconocerá que “fueron años de bonanza y, si se los analiza desde cierta perspectiva, parecen mejores todavía”.

La intoxicación propagandística no permitiría ver en aquellos momentos cuanto había de verdad y cuanto no, en las afirmacio​nes sobre la situación económica del país. Pero ya Illia se lo habría advertido a quienes lo habían ido a desalojar aquella madrugada del 28 de junio de 1966: “el país les recriminará siempre esta usurpación”22.

Notas

1. Una caracterización del vandorismo desde el peronismo crítico, puede hallarse en Walsh (1987) y en Cooke (1985).

2.  Tal es la interpretación Rouquié (1982) con respecto al énfasis con que Vandor insistió en el regreso de Perón.

3. Véase CGT (1965 a).

4. Declaración reproducida  en  Primera Plana (Nº 59 del 24/12/63).

5. Reproducido en Economi Survey Nº 938 del 26/5/64.

6. En Economic Survey Nº 937 del 19/5/64.

7. Declaraciones reproducidas en el Economic Survey Nº 924 del 11/2/64.

8. Esta es la tesis sustentada por Walsh (1987).

9. Reportaje en Primera Plana Nº 180 del 7/6/66.

10. Reportaje en Primera Plana Edición Especial del 30/6/66.

11. Declaraciones reproducidas por Bra de (1976).

12. Idem anterior.

13. El discurso del Gral. Pistarini es reproducido en La Nación del 30/5/66. Para un análisis exhaustivo del papel de los militares en la caída de Illia. Véase Rouquié (1982).

14. Tal es tono de la solicitada “Libertad o tiranía” aparecida en La Nación del 18/4/66.

15. Sobre todo en el Economic Survey y Análisis.

16. En Economic Survey Nº 1020 del 25/1/66.

17. En Economic Survey Nº 1033 del 3/5/66.

18. Discurso reproducido en La Nación 18/4/66.

19. En Niosi  (1974).

20.  Tal es el calificativo habitual que reciben los técnicos del CONADE por parte de Economic Survey, desde nov. de 1963.

21. Especialmente Krieger Vasena (1967) en su primer discurso como ministro de Economía de Oganía reconocerá la alta labor científica que represento el plan.

22. Reproducido en Inédito del 21/6/67.
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